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Expediente: 45/2025 
Objeto: Anteproyecto de Ley Foral del Impuesto 

Complementario para garantizar un nivel mínimo 
global de imposición para los grupos 
multinacionales y los grupos nacionales de gran 
magnitud. 

Dictamen: 41/2025, de 19 de noviembre 

DICTAMEN 

En Pamplona/Iruña, a 19 de noviembre de 2025, 

el Consejo de Navarra, integrado por doña Ana Clara Villanueva 

Latorre, Presidenta, don Eduardo Santos Itoiz, Consejero-Secretario, y doña 

Inés Olaizola Nogales, don Rafael Lara González y don Hugo López López, 

Consejera y Consejeros, 

siendo ponente don Rafael Lara González, 

emite por unanimidad el siguiente dictamen: 

I. ANTECEDENTES

I.1ª. Formulación de la consulta

El día de 30 de octubre de 2025 tuvo entrada en el Consejo de Navarra 

un escrito de la Presidenta de la Comunidad Foral de Navarra en el que, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.1, en relación con el artículo 

14.1, ambos de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo de 

Navarra (desde ahora, LFCN), se recaba la emisión de dictamen preceptivo 

sobre el anteproyecto de Ley Foral del Impuesto Complementario para 

garantizar un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, tomado en 

consideración por el Gobierno de Navarra en sesión celebrada el día 29 de 

octubre de 2025. Asimismo, se solicita sea tramitado con carácter de 

urgente, a la luz de lo previsto en el párrafo primero del artículo 17 de la 

propia LFCN. 
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I.2ª. Expediente del anteproyecto de Ley Foral

El expediente remitido incluye los documentos que se reseñan a 

continuación y se halla integrado por las actuaciones siguientes: 

1. Da apertura al expediente la memoria evacuada por la Directora del

Servicio de Desarrollo Normativo y Asesoramiento Jurídico de la Hacienda 

Foral de Navarra, datada en el día 3 de octubre de 2025. En ella se justifica 

la oportunidad de la norma, se identifican los fines y objetivos que persigue, 

se informa sobre la ausencia de alternativas a la regulación propuesta, se 

expone sucintamente el contenido de la misma, se describe la tramitación 

prevista y se analizan los impactos relativos a la afectación a la estructura 

orgánica, los impactos por razón de género, por razón de orientación sexual, 

expresión de género e identidad sexual o de género, por razón de 

accesibilidad y discapacidad, el impacto climático, así como el 

correspondiente sobre la infancia y la adolescencia. 

En lo referente a las razones que justifican la iniciativa legislativa, se 

expresa que su motivación descansa en la obligación de transponer la 

Directiva (UE) 2022/2523 del Consejo, de 15 de diciembre de 2022, relativa 

a la garantía de un nivel mínimo global de imposición para los grupos de 

empresas multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud en la 

Unión [en adelante, la Directiva (UE) 2022/2523], que exige a los Estados 

miembros el establecimiento de un impuesto complementario para garantizar 

que las rentas obtenidas por los grupos nacionales de gran magnitud 

situados en Estados miembros de la Unión Europea o por los grupos 

multinacionales cuya matriz esté situada en un Estado miembro de la Unión 

Europea, en ese último caso tanto si las empresas del grupo están situadas 

en la Unión Europea como fuera de ella, tributen efectivamente a un tipo 

mínimo global del 15 por ciento. 

Se añade que, con este objetivo, mediante la Ley 4/2025, de 24 de 

julio, se ha adicionado un específico precepto, el artículo 27 bis, a la Ley 

28/1990, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Convenio Económico 

entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, incorporando así al mismo 

el Impuesto Complementario, lo que deriva en la necesidad de impulsar la 
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iniciativa legislativa que se propone a fin de dar cumplimiento a la obligación 

de transposición de la citada Directiva (UE) 2022/2523. 

En cuanto al estudio de alternativas, expone la Directora del Servicio 

de Desarrollo Normativo y Asesoramiento Jurídico que, dada la reserva de 

ley que impera en el ámbito tributario, no hay otra opción posible para dar 

respuesta a las motivaciones y objetivos que se persiguen. 

Por lo que respecta a los impactos previstos por la norma se indica: a) 

en cuanto a la afectación a la estructura orgánica, que el anteproyecto de 

Ley Foral no precisa la necesidad de crear, modificar o suprimir unidades 

orgánicas administrativas, ni lleva consigo la exigencia o imperativo de 

acometer incrementos de plantilla en orden a su ejecución y aplicación 

dentro de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra; b) sobre el 

impacto por razón de género, se expresa que se ha verificado el análisis del 

uso del lenguaje en la norma para que sea acorde al principio de igualdad y 

se utilice de manera inclusiva, no excluyente y no sexista; c) sobre el 

impacto por razón de orientación sexual, expresión de género e identidad 

sexual o de género, se concluye su no pertinencia y se añade que, no 

obstante, se remitirá el texto al Instituto Navarro para la Igualdad, de 

conformidad con las instrucciones aprobadas por el Gobierno de Navarra, 

con el fin de que aquel realice, si fuera preciso, las observaciones 

pertinentes y señale las modificaciones que deberán incluirse para adecuar 

el contenido de la norma a la legislación de igualdad LGTBI+ vigente; d) en 

lo que atañe al impacto por razón de accesibilidad y discapacidad, se 

concluye que, examinado el texto del Anteproyecto, no se aprecia en 

ninguna de sus medidas incidencia negativa en las condiciones de 

accesibilidad universal y de discapacidad, quedando garantizada la igualdad 

de oportunidades de todas las personas. En ese sentido, se declara que las 

medidas normativas no afectan a las condiciones básicas de accesibilidad, 

inclusión y no discriminación, y no perjudican el derecho de garantizar a 

todas las personas la igualdad de oportunidades, la autonomía personal y la 

vida independiente; e) en lo concerniente al impacto climático, se informa 

que la aplicación de esta ley foral tendrá un impacto climático neutro desde 

el punto de vista de la mitigación y de la adaptación al cambio climático; f) 
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sobre la afección o impacto que la ley foral proyectada pudiese tener sobre 

la infancia y la adolescencia, se expresa que esta no recoge ninguna 

regulación específica con repercusiones sobre niños, niñas y adolescentes ni 

sobre el disfrute de sus derechos, por lo que se considera que el impacto de 

este anteproyecto de Ley Foral sobre niños, niñas y adolescentes no será 

negativo, puesto que su contenido no restringe ni afecta al disfrute de sus 

derechos. 

2. El borrador del anteproyecto de Ley Foral del Impuesto 

Complementario para garantizar un nivel mínimo global de imposición para 

los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, fue 

sometido a información pública entre los días 6 y 24 de octubre en la 

Plataforma «Participa Navarra», así como, a partir del día 6 de octubre, en el 

sitio web habilitado por Hacienda Foral de Navarra denominado «Proyectos 

de Normativa Tributaria». Consta informe de la Directora del Servicio de 

Desarrollo Normativo y Asesoramiento Jurídico, de fecha 27 de octubre de 

2025, relativo a la ausencia de aportaciones en los referidos trámites.  

3. Desde la Secretaría General Técnica del Departamento de 

Economía y Hacienda, en fecha 7 de octubre de 2025, se remite consulta a 

los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, 

a los que se confiere un plazo de diez días para la formulación de 

sugerencias. Durante dicho periodo de tiempo no se presentaron 

sugerencias. 

4. Con fecha 8 de octubre de 2025, el Director del Servicio de Oficina 

de Cambio Climático de Navarra emite informe de observaciones al informe 

de impacto climático y concluye que la norma tendrá un impacto climático 

neutro desde el punto de vista de la mitigación y de la adaptación al cambio 

climático. 

5. Por su parte, el Instituto Navarro para la Igualdad/Nafarroako 

Berdintasunerako Institutua (en adelante INAI/NABI) emite, el día 13 de 

octubre de 2025, informe de observaciones al informe de impacto por razón 

de género, en el que sugiere la sustitución de varios de los términos 

recogidos en el proyecto en aras de un lenguaje inclusivo. Con la misma 
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fecha el INAI/NABI emite informe de observaciones al informe de impacto 

por razón de orientación sexual, expresión de género e identidad sexual o de 

género, en el que participa de la valoración efectuada por el órgano gestor 

sobre la ausencia de impacto de la norma por razón de orientación sexual, 

expresión de género e identidad sexual o de género. 

6. Con fecha 23 de octubre de 2025, el Director Gerente de la 

Hacienda Foral de Navarra evacua informe sobre la estimación del coste de 

la norma proyectada. Consta en el propio documento la firma de la Directora 

General de Presupuestos y Patrimonio. En él se indica:  

«El Impuesto Complementario se configura como un tributo de carácter 
directo y de naturaleza personal que grava las rentas de las entidades 
constitutivas de un grupo multinacional o de un grupo nacional de gran 
magnitud cuando radiquen en una jurisdicción con un tipo impositivo efectivo, 
calculado a nivel jurisdiccional, inferior al tipo impositivo mínimo, de acuerdo 
con las normas de este proyecto de ley foral y conforme con la Directiva (UE) 
2022/2523. El impuesto se estructura a través de unas reglas interconectadas 
y de aplicación obligatoria, como son la regla de inclusión de rentas y la regla 
de beneficios insuficientemente gravados.  

Su objetivo último es garantizar que las rentas obtenidas por los grupos 
nacionales de gran magnitud situados en Estados miembros de la Unión 
Europea o por los grupos multinacionales cuya matriz esté situada en un 
Estado miembro de la Unión Europea (tanto si las empresas del grupo están 
situadas en la Unión Europea como si no), tributen efectivamente a un tipo 
mínimo global del 15 por ciento. 

Los grupos nacionales o multinacionales de gran magnitud son aquellos cuyo 
importe neto de la cifra de negocios consolidado sea igual o superior a 750 
millones de euros en, al menos, dos de los cuatro últimos ejercicios 
inmediatamente anteriores.  

Así, cuando el tipo impositivo efectivo de las entidades constitutivas de estos 
grupos en una jurisdicción determinada sea inferior al 15 por ciento, se 
recaudará un impuesto adicional (el impuesto complementario) que permita 
alcanzar el tipo mínimo global del 15 por ciento. 

El Impuesto Complementario se basa en tres modalidades: el impuesto 
complementario nacional, el impuesto complementario primario y el impuesto 
complementario secundario.  

En primer lugar, en virtud del impuesto complementario nacional, cada 
entidad constitutiva de un grupo nacional o multinacional radicada en territorio 
español estará sujeta al impuesto complementario por las rentas obtenidas 
por dicha entidad cuando hayan sido gravadas, a nivel jurisdiccional, a un tipo 
efectivo inferior al tipo impositivo mínimo. Con la implantación de esta 
modalidad se ha hecho uso de la facultad dispuesta en el artículo 11 de la 
Directiva.  
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En segundo lugar, en virtud del impuesto complementario primario, la entidad 
matriz de un grupo multinacional radicada en el territorio español calculará la 
parte que le sea atribuible del impuesto complementario que corresponda a 
las rentas de aquellas entidades constitutivas del grupo multinacional que no 
radiquen en dicho territorio, cuando dichas rentas hayan sido gravadas, a 
nivel jurisdiccional, a un tipo impositivo inferior al tipo impositivo mínimo (regla 
de inclusión de rentas).  

Por último, en virtud del impuesto complementario secundario, una entidad 
constitutiva de un grupo multinacional radicada en territorio español estará 
obligada a satisfacer el importe del impuesto complementario que 
corresponda respecto de las rentas obtenidas por las entidades constitutivas 
del grupo multinacional que no radiquen en dicho territorio y que no estén 
sujetas a una regla de inclusión de rentas admisible, cuando dichas rentas 
hubieran sido gravadas, a nivel jurisdiccional, a un tipo impositivo inferior al 
tipo impositivo mínimo (regla de inclusión de beneficios insuficientemente 
gravados). 

IMPACTO RECAUDATORIO: 

Aunque se prevé que el impuesto complementario genere un efecto positivo 
en la recaudación, la información tributaria disponible en la actualidad no 
permite realizar una estimación precisa de su impacto. Dicha cuantificación 
dependerá en gran medida de la posible implementación de un impuesto 
complementarios (sic) nacional en las distintas jurisdicciones en las que 
puedan estar presentes los grupos multinacionales con un importe neto de la 
cifra de negocios consolidado superior a 750 millones de euros». 

7. La Secretaría General Técnica del Departamento de Economía y

Hacienda informa el Anteproyecto, con fecha 27 de octubre de 2025, y en el 

mencionado documento, tras referir los antecedentes y proceso realizado, se 

concluye que se han seguido los trámites establecidos en la normativa 

vigente. 

8. La Comisión de Coordinación, en sesión celebrada el día 27 de

octubre de 2025, examina el texto a fin de que el Gobierno de Navarra tome 

en consideración el anteproyecto de Ley Foral del Impuesto Complementario 

para garantizar un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud, como así se hizo 

por acuerdo de 29 de octubre de 2025, a los efectos de solicitar dictamen a 

este Consejo de Navarra en cuanto órgano consultivo superior de la 

Comunidad Foral. 

I.3ª. El anteproyecto de Ley Foral
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El anteproyecto de Ley Foral del Impuesto Complementario para 

garantizar un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud se compone 

sustancialmente de exposición de motivos, cincuenta y cinco artículos, seis 

disposiciones transitorias y cinco disposiciones finales. 

Tanto de su prolija división estructural como de su extenso contenido 

se dará cuenta en el apartado correspondiente a su análisis jurídico. 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

II.1ª. Carácter preceptivo del dictamen 

El anteproyecto de Ley Foral sometido al dictamen de este Consejo de 

Navarra tiene por finalidad la transposición al ordenamiento jurídico interno 

de la Directiva (UE) 2022/2523 del Consejo, de 15 de diciembre de 2022, 

relativa a la garantía de un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

de empresas multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud en la 

Unión. 

El artículo 14.1 de la LFCN enumera los asuntos respecto de los que 

deberá ser consultado el Consejo de Navarra preceptivamente, entre los que 

se incluye, a tenor de lo recogido en su letra b), los anteproyectos de leyes 

forales que hayan de dictarse en transposición del derecho comunitario 

europeo. En consecuencia, este dictamen del Consejo de Navarra tiene 

carácter preceptivo de conformidad con lo señalado en el precitado artículo 

14.1 letra b) de la LFCN. 

Por otra parte, en relación con su carácter de urgente, el artículo 17 de 

la LFCN establece que «en los casos en que el órgano solicitante justifique 

la urgencia del expediente, el Consejo de Navarra podrá reducir el plazo 

hasta los quince días hábiles». Desde la Secretaría General Técnica del 

Departamento de Economía y Hacienda se justifica dicha urgencia en el 

hecho de que la ley foral ahora proyectada debería estar publicada antes del 

final del presente año natural 2025. Habida cuenta de que el plazo de 
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transposición de la Directiva (UE) 2022/2523 venció ya el 31 de diciembre de 

2023 (art. 56), la urgencia halla su justificación per se. 

Este Consejo de Navarra emite el presente dictamen en el plazo más 

breve posible en atención a su régimen de funcionamiento y dedicación de 

los medios personales de los que dispone. 

II.2ª. Tramitación del anteproyecto de Ley Foral 

La Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de 

su Presidenta o Presidente (en adelante, LFGNP), dedica su Título IV a la 

iniciativa legislativa y la potestad normativa del Gobierno de Navarra, título, 

que fue modificado por la Ley Foral 9/2019, de 4 de marzo. Las premisas 

establecidas en el mismo se completan con las previstas en la Ley Foral 

11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de 

Navarra y del Sector Público Institucional Foral (en adelante, LFACFNSPIF), 

que regula en sus artículos 132 y 133 el procedimiento que ha de seguirse 

en la elaboración de los anteproyectos de ley foral. 

Así, conforme a lo establecido por el artículo 132.1 LFACFNSPIF el 

anteproyecto de Ley Foral del Impuesto Complementario para garantizar un 

nivel mínimo global de imposición para los grupos multinacionales y los 

grupos nacionales de gran magnitud, se inició en el organismo autónomo 

Hacienda Foral de Navarra, organismo autónomo adscrito al Departamento 

de Economía y Hacienda. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 del Decreto Foral 

244/2023, de 15 de noviembre, por el que se aprueban los Estatutos del 

organismo autónomo Hacienda Foral de Navarra, la elaboración del 

anteproyecto de Ley Foral se ha llevado a cabo por el Servicio de Desarrollo 

Normativo y Asesoramiento Jurídico del citado organismo autónomo, que, 

siguiendo las prescripciones establecidas en el artículo 132.3 de la 

LFACFNSPIF, que establece que el ejercicio del impulso legislativo debe 

realizarse motivadamente, ha incorporado una memoria que incluye la 

justificación de la iniciativa, su impacto normativo y organizativo, con 
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razonamiento de su conveniencia y necesidad, así como de su adecuación 

al ordenamiento jurídico. 

Por otra parte, en cumplimiento de la normativa sectorial sobre la 

evaluación de impactos: Ley Foral 12/2022, de 11 de mayo, de protección de 

niños, niñas y adolescentes y de promoción de sus familias, derechos e 

igualdad (art. 7); Ley Foral 31/2022, de 28 de noviembre de atención a 

personas con discapacidad en Navarra y garantía de sus derechos (art. 25); 

Ley Foral 17/2019, de 4 de abril, de igualdad de mujeres y hombres (art. 22); 

Ley Foral 8/2017, de 19 de junio, para la igualdad de las personas LGTBI+ 

(art. 47); Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de cambio climático y transición 

energética (arts. 16 y 71), se han analizado los impactos sobre: niños, niñas 

y adolescentes; accesibilidad y discapacidad; por razón de género, incluido 

el de observaciones del INAI/NABI; por razón de orientación sexual, 

expresión de género e identidad sexual o de género, incluido el de 

observaciones del INAI/NABI; y de impacto climático. 

Obra en el expediente, asimismo, informe sobre la estimación del 

coste, dando así cumplimiento a la previsión contenida en el artículo 132.4 

de la LFACFNSPIF. 

También acompaña al Anteproyecto el informe que, en cumplimiento 

de lo dispuesto en el artículo 132.5 de la LFACFNSPIF, se ha elaborado por 

la Secretaría General Técnica del Departamento de Economía y Hacienda, 

en el que, tras analizar el procedimiento seguido en la elaboración del 

Anteproyecto, con referencia expresa a que, dado el ámbito material en el 

que nos encontramos, no son de aplicación las previsiones de la Ley Foral 

15/2009, de 9 de diciembre, de medidas de simplificación administrativa para 

la puesta en marcha de actividades empresariales o profesionales, que 

excluye de su ámbito de aplicación el tributario, lo que determina la 

inexigibilidad del estudio de cargas administrativas, concluye la adecuación 

de la tramitación del Anteproyecto. 

Igualmente figura en el expediente un correo electrónico de la 

Secretaria General Técnica del Departamento de Economía y Hacienda en 

el que se remite el anteproyecto de Ley Foral a las secretarías generales 
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técnicas de los distintos homónimos de la Administración de la Comunidad 

Foral de Navarra, en cumplimiento del trámite previsto en el artículo 132.6 de 

la LFACFNSPIF, señalando el plazo de diez días hábiles para realizar las 

aportaciones y sugerencias que se estimasen oportunas. 

En lo referente a los trámites de consulta pública previa y participación 

previstos en el artículo 133 de la LFACFNSPIF, se constata la ausencia del 

primero, consistente en recabar la opinión de los sujetos y de las 

organizaciones más representativas potencialmente afectados por la futura 

norma, acerca de: a) Los problemas que se pretenden solucionar con la 

iniciativa; b) La necesidad y oportunidad de su aprobación; c) Los objetivos 

de la norma; d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no 

regulatorias. No obstante, y atendiendo a que, a tenor de lo dispuesto en el 

artículo 133.1 de LFACFNSPIF, este trámite no está configurado como 

preceptivo en los procedimientos de elaboración de anteproyectos de ley 

foral, no puede considerarse que su omisión alcance a constituir una 

infracción procedimental. 

Obra en el expediente acreditación del cumplimiento del trámite de 

información pública, que se llevó a efecto conforme a las previsiones del 

artículo 133.2 de la LFACFNSPIF, mediante el sometimiento del texto a 

publicidad entre los días 6 y 24 de octubre en la Plataforma «Participa 

Navarra», así como, a partir del día 6 de octubre, en el sitio web habilitado 

por Hacienda Foral de Navarra denominado «Proyectos de Normativa 

Tributaria». 

El anteproyecto de Ley Foral fue examinado en la Comisión de 

Coordinación, previa a la sesión del Gobierno de Navarra, en la que se 

acordó su toma en consideración a los efectos de solicitar de este Consejo 

de Navarra la emisión del dictamen preceptivo. 

A tenor de todo lo expuesto, cabe valorar que, en términos generales, 

la tramitación del anteproyecto de Ley Foral se ha ajustado a las exigencias 

procedimentales establecidas por nuestro ordenamiento jurídico. 
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II.3ª. Marco jurídico. Competencia de la Comunidad Foral y del 

Gobierno de Navarra 

Al amparo de la disposición adicional 1ª de la Constitución Española 

(en lo sucesivo, CE), el artículo 45.3 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 

agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra 

(desde ahora, LORAFNA), reconoce a Navarra la potestad para mantener, 

establecer y regular su propio régimen tributario, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el correspondiente Convenio Económico. 

El artículo 4 del Convenio Económico con el Estado establece que la 

Hacienda Pública de Navarra ostentará las mismas facultades y 

prerrogativas que la Hacienda del Estado para la exacción, gestión, 

liquidación, recaudación, inspección y revisión de los tributos propios de la 

Comunidad Foral. 

En consecuencia, la Comunidad Foral tiene competencia para regular 

los tributos en particular y las cuestiones generales, tanto sustantivas, como 

procedimentales, que afectan a todos los tributos. La expresión «régimen 

tributario» que utiliza el artículo 45 de la LORAFNA, acorde con la tradición 

foral, es el vehículo de actualización en el marco constitucional de la 

competencia plena que siempre ha ostentado Navarra para configurar su 

propio ordenamiento tributario, dentro de los límites que impone el Convenio 

Económico para articular y coordinar el ordenamiento tributario foral con el 

del Estado. 

Así, la Ley 4/2025, de 24 de julio, ha agregado expresamente el 

artículo 27 bis al Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral 

de Navarra para regular las facultades de la Comunidad Foral de Navarra en 

relación con este nuevo impuesto. Entre las facultades previstas, se 

encuentra la potestad normativa de Navarra. 

Por lo que respecta a la iniciativa legislativa, de acuerdo con el artículo 

19 de la LORAFNA, la misma corresponde al Gobierno de Navarra y, de 

conformidad con la LFGNP, compete al Gobierno de Navarra ejercer la 

iniciativa legislativa, mediante la elaboración, aprobación y remisión posterior 
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de los correspondientes proyectos de ley foral al Parlamento de Navarra (art. 

51); estableciéndose en el título VII de la LFACFNSPIF el procedimiento de 

elaboración de normas con rango de ley foral. 

En definitiva, el texto proyectado se dicta al amparo de las 

competencias normativas atribuidas a la Comunidad Foral de Navarra y en 

ejercicio de la iniciativa legislativa que corresponde al Gobierno de Navarra, 

siendo su rango el adecuado. 

II.4ª. Examen del contenido del anteproyecto de Ley Foral 

A) Marco normativo de análisis 

El marco normativo que ha de servir de referencia para fundamentar 

nuestro pronunciamiento sobre la adecuación del anteproyecto de Ley Foral 

del Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global de 

imposición para los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran 

magnitud ha de ser, junto con la CE y la LORAFNA, el Convenio Económico 

y la Directiva (UE) 2022/2523, sin perjuicio de la correspondiente 

consideración del ordenamiento jurídico general. En consecuencia, el canon 

de enjuiciamiento de la legalidad más próximo al Anteproyecto sometido a 

consulta vendrá determinado por dicho entorno de normas internas y 

comunitaria. 

B) Justificación de la norma 

Tanto por la memoria evacuada por la Directora del Servicio de 

Desarrollo Normativo y Asesoramiento Jurídico de la Hacienda Foral de 

Navarra como, fundamentalmente, por la exposición de motivos del 

Anteproyecto, el texto legal propuesto encuentra cabal justificación. 

En efecto, la evolución normativa en el contexto internacional de los 

últimos años tiende a reflejarse en la adopción de medidas para reforzar la 

lucha contra la planificación fiscal agresiva en un mercado globalizado. En 

esta materia, las recomendaciones formuladas por la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE), a partir de la 

iniciativa contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios 
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(BEPS, por sus siglas en inglés), iniciaron una senda que ha llevado a una 

evolución de las normas fiscales internas para alcanzar una fiscalidad más 

justa y equitativa 

Así, en los últimos años, la Unión Europea ha adoptado medidas para 

reforzar la lucha contra la planificación fiscal agresiva en el mercado interior 

entre las que se encuentran las directivas contra la elusión fiscal, la Directiva 

(UE) 2016/1164 del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se 

establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden 

directamente en el funcionamiento del mercado interior, y la Directiva (UE) 

2017/952 del Consejo, de 29 de mayo de 2017, por la que se modifica la 

Directiva (UE) 2016/1164 en lo que se refiere a las asimetrías híbridas con 

terceros países, conocidas como ATAD1 y ATAD2, respectivamente. Estas 

directivas convirtieron en Derecho de la Unión Europea las recomendaciones 

formuladas por la OCDE en el contexto de la iniciativa contra la erosión de la 

base imponible y el traslado de beneficios. 

En palabras del hacedor de la norma, el Proyecto se justifica también 

en un esfuerzo continuado por poner fin a las prácticas fiscales de las 

empresas multinacionales que les permiten trasladar beneficios a países o 

territorios en los que no están sujetas a imposición o están sujetas a una 

imposición baja, y en que la OCDE ha seguido desarrollando un conjunto de 

medidas fiscales internacionales, entre las que figuran aquellas que 

persiguen limitar la competencia fiscal en relación con los tipos del impuesto 

que grave los beneficios empresariales, mediante el establecimiento de un 

nivel mínimo global de imposición para aquellos grupos multinacionales que 

tengan un importe neto de la cifra de negocios consolidado igual o superior a 

750 millones de euros. Dicho objetivo de política legislativa se tradujo en el 

documento denominado «Desafíos fiscales derivados de la digitalización de 

la economía-Normas modelo contra la erosión de la base imponible (Pilar 

Dos)», en lo sucesivo, «Normas modelo de la OCDE», aprobado el 14 de 

diciembre de 2021 por el Marco Inclusivo de la OCDE/G20 sobre BEPS al 

que se adhirieron los Estados miembros de la Unión Europea. 
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Precisamente en el ámbito de la Unión Europea, en el informe al 

Consejo Europeo sobre cuestiones fiscales, aprobado el 7 de diciembre de 

2021, se reiteró su firme apoyo a la reforma del nivel mínimo global de 

imposición y se comprometió a aplicarla por medio del Derecho de la Unión 

puesto que, en economías estrechamente integradas, es fundamental que la 

aplicación del nivel mínimo global de imposición sea coherente y coordinada. 

Así, se concluyó que, teniendo en cuenta la escala, el detalle y los aspectos 

técnicos de estas nuevas medidas fiscales internacionales, solo un marco 

común de la Unión evitará la fragmentación del mercado interior en su 

aplicación. 

De conformidad con lo anterior, se aprobó la Directiva (UE) 2022/2523 

del Consejo, de 15 de diciembre de 2022, relativa a la garantía de un nivel 

mínimo global de imposición para los grupos de empresas multinacionales y 

los grupos nacionales de gran magnitud en la Unión. Esta norma comunitaria 

debe ser transpuesta por todos los Estados miembros, en los términos 

previstos en su artículo 56. 

La Directiva sigue de cerca el contenido y la estructura de las Normas 

modelo de la OCDE, si bien, a efectos de garantizar la compatibilidad con el 

Derecho primario de la Unión, en particular con el principio de libertad de 

establecimiento, algunas de sus disposiciones, en concreto, las relativas a 

su ámbito subjetivo, se han diseñado de forma que se evite cualquier riesgo 

de discriminación entre situaciones transfronterizas y situaciones nacionales. 

La Directiva (UE) 2022/2523 establece un impuesto complementario 

mediante dos reglas interconectadas, en virtud de las cuales se garantiza 

que las rentas obtenidas por los grupos nacionales de gran magnitud 

situados en Estados miembros de la Unión Europea o por los grupos 

multinacionales cuya matriz esté situada en un Estado miembro de la Unión 

Europea, en ese último caso tanto si las empresas del grupo están situadas 

en la Unión Europea como fuera de ella, tributen efectivamente a un tipo 

mínimo global del 15 por ciento. Estas reglas interconectadas son la regla de 

inclusión de rentas y la regla de beneficios insuficientemente gravados. Esta 

segunda sirve de apoyo a la primera. 



 

 

15 

 

Así, cuando el tipo impositivo efectivo de las entidades constitutivas de 

los grupos nacionales de gran magnitud o grupos multinacionales, en una 

jurisdicción determinada, sea inferior al 15 por ciento, se recaudará un 

impuesto adicional, el impuesto complementario, que permita alcanzar el tipo 

mínimo global del 15 por ciento, ya sea a través de la regla de inclusión de 

rentas o, en su defecto, de la regla de beneficios insuficientemente 

gravados. 

No obstante, la Directiva (UE) 2022/2523 determina en su artículo 11 

que los Estados miembros podrán optar por aplicar un impuesto 

complementario nacional admisible que grave a las entidades constitutivas 

que radiquen en su territorio y que no alcancen una tributación mínima del 

15 por ciento, en la jurisdicción de dicho Estado miembro. En defecto del 

impuesto complementario nacional admisible, el impuesto complementario 

correspondiente a dichas entidades sería atribuido a aquella jurisdicción en 

la que radique la entidad que posea la titularidad de las participaciones en 

las entidades situadas en la jurisdicción que no hubiera optado por 

implementar el impuesto complementario nacional admisible, mediante la 

aplicación de la regla de inclusión de rentas, siempre y cuando dicha 

jurisdicción la hubiera incluido en su ordenamiento interno o, en su defecto, a 

aquellas jurisdicciones que hubiesen implementado en su legislación interna 

la regla de beneficios insuficientemente gravados. 

Así pues, con el anteproyecto de Ley Foral, ahora objeto de valoración 

por este Consejo, se pretende dar debido cumplimiento a la referida 

obligación de transposición en la Comunidad Foral de Navarra. Y, además, 

para ello ha sido agregado previamente un artículo 27 bis al Convenio 

Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, configurando 

el Impuesto Complementario como un tributo de normativa autónoma. De 

acuerdo con esta naturaleza, se establecen los puntos de conexión 

necesarios para asignar a cada contribuyente la normativa foral o común que 

resulte aplicable. 

A partir de lo anterior, el anteproyecto de Ley Foral establece, dentro 

de su ámbito competencial, normas para garantizar un nivel mínimo de 
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imposición efectiva a los grandes grupos multinacionales y los grupos 

exclusivamente nacionales de gran magnitud (aquellos cuyo importe neto de 

la cifra de negocios consolidado sea igual o superior a 750 millones de euros 

en, al menos, dos de los cuatro últimos ejercicios inmediatamente anteriores) 

que operan en el mercado único, que sean coherentes con el Acuerdo 

alcanzado por el Marco Inclusivo en 2021, y sigan de cerca las Reglas 

modelo de la OCDE acordadas por dicho Marco Inclusivo. 

Dicho Acuerdo alcanzado por el Marco Inclusivo establece un tipo de 

tributación mínima del 15 por ciento, a nivel jurisdiccional. La norma de 

tributación complementaria que da lugar a un impuesto complementario 

parte de calcular un tipo impositivo diferencial, el tipo de gravamen del 

impuesto complementario, por diferencia entre el tipo impositivo efectivo de 

una jurisdicción y el 15 por ciento. Una vez calculado el tipo de gravamen de 

la jurisdicción, el mismo debe aplicarse sobre las ganancias netas admisibles 

en cada jurisdicción, minoradas en un importe calculado en función de la 

sustancia del grupo en la jurisdicción, a efectos de determinar el importe del 

impuesto complementario generado a nivel jurisdiccional. 

Con el fin de atribuir el importe del impuesto complementario que le 

corresponde a cada entidad constitutiva del grupo multinacional o nacional 

de gran magnitud, el referido impuesto complementario jurisdiccional debe 

atribuirse a cada entidad constitutiva del grupo, en dicha jurisdicción, en la 

proporción existente entre las ganancias admisibles de cada entidad 

constitutiva y las ganancias admisibles de la jurisdicción. Y se hace hincapié, 

de nuevo, en que la extensión de la tributación mínima a los grupos 

nacionales tiene como finalidad evitar cualquier riesgo de discriminación en 

un Estado miembro entre una entidad que pertenezca a un grupo con 

presencia internacional y un grupo de presencia exclusivamente nacional. 

En definitiva, esta norma proyectada se elabora en un contexto 

internacional inducido e influenciado por las iniciativas adoptadas en el 

marco de la OCDE, donde destacan las denominadas Normas modelo, y, en 

la Unión Europea, la tantas veces referida Directiva (UE) 2022/2523, de la 



 

 

17 

 

cual el Anteproyecto ahora objeto de consulta es el instrumento interno para 

su transposición. 

En consecuencia, el Anteproyecto, cumple adecuadamente con el 

mandato de motivación que toda disposición normativa requiere. 

Se aconseja, no obstante, que, en el último párrafo del apartado I de 

dicha parte introductoria, se haga referencia expresa a la ley 6 del Fuero 

Nuevo de Navarra, al tener conexión directa con el Código Civil. Y así, se 

propone que dicho párrafo presente el siguiente texto literal: 

«Conforme con dicho contexto, deben tenerse en cuenta los criterios 
interpretativos, en el marco de la ley 6 del Fuero de Navarra, previstos 
en el artículo 3.1 del Código Civil». 

Además de lo anterior, este Consejo de Navarra debe formular algunas 

observaciones en relación con la necesidad de tener en consideración, como 

criterios interpretativos, las Normas modelo de la OCDE y los criterios 

derivados de los Cometarios, Guías Administrativas y demás principios o 

criterios elaborados y públicamente divulgados por la referida institución. 

Debe advertirse que los materiales elaborados por la OCDE a que se refiere 

la Exposición de Motivos no se hallan integrados dentro del sistema de 

fuentes de nuestro ordenamiento jurídico. Por lo tanto, a efectos 

interpretativos, se está haciendo referencia a unos estándares que carecen 

de efectos vinculantes para la Comunidad Foral de Navarra y que, además, 

son elaborados por una institución que carece del respaldo democrático 

propio de un Parlamento. A lo anterior debe añadirse la falta de certidumbre 

de los referidos materiales en cuanto a su vigencia temporal y a los 

eventuales cambios, modificaciones o alteraciones, que podrán producirse 

una vez aprobado el texto legal. Más aún, cabría afirmar que obligar al 

aplicador de la norma a emplear estos materiales resulta contrario al artículo 

16 de nuestra Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria, 

que regula los criterios de interpretación de las normas tributarias. El referido 

precepto, además de referirse a los criterios admitidos en Derecho como 

parámetro de interpretación de las normas tributarias, advierte que «en tanto 

no se definan por el ordenamiento tributario, los términos empleados en sus 

normas se entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según 
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proceda». Y, en caso de duda en la interpretación de la norma, el apartado 4 

de artículo 16 es meridianamente claro al afirmar que «[…] se aplicará el 

criterio más favorable al obligado tributario». Tratándose de una normativa 

cuya complejidad resulta evidente, en la medida en que los materiales 

elaborados por la OCDE propusieran una interpretación normativa contraria 

al contribuyente para la resolución de una cuestión interpretativa que 

resultase particularmente dudosa, se estaría contraviniendo el espíritu de 

nuestra normativa foral. 

Por lo tanto, teniendo en cuenta la función interpretativa llamada a 

desempeñar por la Exposición de Motivos (como futurible Preámbulo) de la 

norma proyectada, considerar como criterios interpretativos este tipo de 

materiales, puede no resultar acorde con las exigencias derivadas de los 

principios de legalidad tributaria y seguridad jurídica, además de 

contradictorias con la regulación foral en materia de interpretación de las 

normas tributarias. Por lo que se recomienda su supresión. 

En todo caso, teniendo en cuenta los criterios generales de 

interpretación de las normas previstos el artículo 3.1 del Código Civil, los 

materiales a que venimos refiriéndonos podrían ser empleados por el 

aplicador de la norma si los considera de utilidad a la hora de determinar el 

contexto histórico, los antecedentes o la realidad social del tiempo en que ha 

de ser aplicada la norma, a la hora de determinar su finalidad. Pero de una 

manera potestativa y, por lo tanto, en modo alguno obligatoria. 

Al igual que se evidencia que, en el apartado II de la propia parte 

introductoria, párrafo primero referido al título IX de la norma proyectada, 

debe constar en cursiva la expresión «de minimis», al encontrarse ahora en 

letra redonda. 

C) Contenido del Anteproyecto 

a) Estructura general 

El anteproyecto de Ley Foral se encuentra integrado, además de por la 

referida exposición de motivos, por cincuenta y cinco artículos -distribuidos 
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estos a lo largo de quince títulos-, por seis disposiciones transitorias, así 

como por cinco disposiciones finales. 

Los tres primeros artículos componen el título preliminar y en él se 

delimita la naturaleza y el objeto del impuesto complementario, su ámbito de 

aplicación y la prevalencia de los tratados y convenios internacionales con 

relación a lo que el anteproyecto de Ley Foral establece. 

El cuarto artículo contempla el hecho imponible del impuesto y en el 

quinto se determinan las muy diversas definiciones -cuarenta y cuatro- que 

son fijadas a los efectos de interpretar el contenido de la norma. Ambos 

preceptos son los únicos que integran, respectivamente, el título I y el título 

II. 

El ámbito subjetivo y las reglas de sujeción son reguladas en el marco 

del sexto al octavo artículo, que muestra el título III, especificándose los 

sujetos pasivos, las entidades excluidas y la localización de las entidades 

constitutivas. 

Por su parte, el título IV prevé la base imponible del impuesto 

complementario, hallándose su regulación desarrollada desde el noveno al 

decimoquinto de los artículos. Se fijan así el resultado y los estándares 

contables, los ajustes para determinar las ganancias o pérdidas admisibles, 

la exclusión de la renta derivada del transporte marítimo internacional, el 

reparto de las ganancias o pérdidas admisibles entre una entidad principal y 

un establecimiento permanente, la atribución de las ganancias o pérdidas 

admisibles de una entidad transparente, la exclusión de rentas vinculadas a 

la sustancia económica y, en definitiva, la disposición de la propia base 

imponible del nuevo impuesto. 

La determinación de los denominados impuestos cubiertos ajustados 

es objeto de previsión en el título V de la norma proyectada, en el que, 

desde el decimosexto al vigesimoprimero de los artículos, se delimitan los 

impuestos cubiertos de una entidad constitutiva, se prevé el cálculo de los 

mismos, el importe total del ajuste por impuestos diferidos, la elección de 

pérdidas admisibles, la atribución específica de los impuestos cubiertos 
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soportados por determinadas entidades constitutivas y los ajustes 

posteriores a la declaración y variaciones de los tipos impositivos. 

El vigesimosegundo de los artículos, único precepto que compone el 

título VI, está dedicado a la determinación del tipo impositivo efectivo. Y, a 

continuación, se abre el título VII, rubricado deuda tributaria e integrado por 

seis capítulos. Así, el capítulo I, que contiene el vigesimotercer artículo, 

presenta el tipo de gravamen del nuevo impuesto; el capítulo II y su singular 

artículo -el vigesimocuarto-, muestra la cuota del impuesto complementario; 

el capítulo III, igualmente de único precepto -el vigesimoquinto-, trata del 

impuesto complementario nacional; el capítulo IV aborda el impuesto 

complementario primario, con sendos artículos -vigesimosexto y 

vigesimoséptimo- dedicados a la atribución de dicho impuesto y a las 

normas de compensación, respectivamente; el capítulo V, por su parte, 

prevé el impuesto complementario secundario, que es desarrollado a través 

de la aplicación de la regla de beneficios insuficientemente gravados -

vigesimoctavo artículo-, así como del cálculo y atribución del mismo a la 

regla referida -vigesimonoveno artículo-; por último, el capítulo VI, también 

de singular precepto -el trigésimo- contempla el impuesto complementario 

adicional. 

En el conciso título VIII se determina, de un lado, el periodo impositivo 

y, de otro, el devengo del impuesto complementario, sustentado aquel en el 

trigésimo primer artículo y este en el trigésimo segundo. En el título IX, 

integrado por los dos siguientes preceptos -trigésimo tercero y trigésimo 

cuarto- se dispone la no exigibilidad del nuevo impuesto, con la previsión de 

la exclusión de minimis. 

Cuatro son los capítulos que forman el título X, rubricado regímenes 

especiales. En su capítulo I, que principia con el trigésimo quinto de los 

artículos y finaliza con el trigésimo noveno, se contempla la reestructuración 

empresarial y los negocios conjuntos a través de la determinación del umbral 

de aplicación de operaciones de reestructuración, fusión y escisión, la 

inclusión o exclusión de entidades constitutivas dentro de un grupo 

multinacional o nacional de gran magnitud, la transmisión de elementos 
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patrimoniales, los propios negocios conjuntos y los grupos multinacionales 

con múltiples entidades matrices. En el capítulo II se regulan los regímenes 

de neutralidad y de distribución, previendo la entidad matriz última 

transparente -artículo cuadragésimo-, la entidad matriz última sujeta a un 

régimen de deducibilidad de dividendos –artículo cuadragésimo primero- y 

los sistemas tributarios de distribución admisibles -cuadragésimo segundo 

de los preceptos-. En el capítulo III se presentan las entidades de inversión y 

las entidades de inversión de seguros y en los correspondientes artículos 

que lo integran -del cuadragésimo tercero al cuadragésimo quinto- se 

recoge, respectivamente, la determinación del tipo impositivo efectivo y del 

impuesto complementario, la entidad de inversión o entidad de inversión de 

seguros físicamente transparente, así como el régimen de distribución 

imponible. Finalmente, el capítulo IV, de único artículo -el cuadragésimo 

sexto-, está dedicado a las entidades constitutivas de propiedad minoritaria. 

El texto normativo proyectado avanza en el título XI, cuyo objeto son 

las obligaciones formales. El mismo está compuesto por dos capítulos. En el 

capítulo I se prevé la obligación de información -artículo cuadragésimo 

séptimo- y el régimen sancionador -artículo cuadragésimo octavo-, mientras 

que en el capítulo II se contempla el llamado ejercicio de las opciones, con 

su único precepto -el cuadragésimo noveno-. 

Ya en los cuatro últimos títulos, todos ellos escuetos, se aborda la 

gestión del nuevo impuesto, contemplándose la declaración tributaria, la 

autoliquidación e ingreso de la deuda tributaria, así como la liquidación 

formal -artículos quincuagésimo a quincuagésimo segundo- (título XII), las 

facultades de la Administración para determinar la base imponible y otros 

elementos tributarios -artículo quincuagésimo tercero- (título XIII), la 

evaluación de la equivalencia -artículo quincuagésimo cuarto- (título XIV), así 

como, finalmente, se reseña el orden jurisdiccional competente -artículo 

quincuagésimo quinto- (título XV). 

Por otra parte, en sede de disposiciones transitorias, la primera de ellas 

prevé el tratamiento fiscal de los activos y pasivos por impuestos diferidos y 

de los activos transmitidos durante el periodo impositivo de transición; la 
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segunda fija los porcentajes aplicables en relación con la exclusión de rentas 

vinculadas a la sustancia económica; la tercera contempla la no exigibilidad 

transitoria del nuevo impuesto para los grupos multinacionales y los grupos 

nacionales de gran magnitud; la cuarta dispone, por su parte, la no 

exigibilidad del nuevo impuesto de conformidad con la información país por 

país admisible; la quinta regula la declaración informativa y la declaración 

tributaria del impuesto complementario correspondientes al periodo 

impositivo de transición; y la sexta y última prevé la no exigibilidad temporal 

de la regla de beneficios insuficientemente gravados. 

El texto normativo objeto de consulta concluye con la plasmación de 

cinco disposiciones finales. Con la primera de ellas se pretende modificar la 

Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria y, con la segunda, 

la Ley Foral 26/2016, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. 

La tercera muestra que la proyectada ley foral incorpora derecho de la Unión 

Europea; la cuarta presenta la correspondiente habilitación de cara a su 

desarrollo reglamentario y, finalmente, la quinta prevé la entrada en vigor de 

la misma. 

b) Título preliminar. Disposiciones generales 

El título preliminar contiene unas disposiciones generales que regulan 

la naturaleza y objeto del Impuesto Complementario, así como su ámbito de 

aplicación y la previsión de tratados o convenios internacionales (arts. 1 a 3). 

En él se configura el Impuesto Complementario como un tributo de 

carácter directo y de naturaleza personal, estructurado a través de unas 

reglas interconectadas y de aplicación obligatoria, como son la regla de 

inclusión de rentas y la regla de beneficios insuficientemente gravados. La 

configuración del Impuesto Complementario se sustenta sobre tres 

modalidades, las dos primeras responden a la regla de inclusión de rentas y 

la tercera a la regla de beneficios insuficientemente gravados: el impuesto 

complementario nacional, el impuesto complementario primario y el impuesto 

complementario secundario. 
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En primer lugar, el impuesto complementario nacional es el resultado 

de aplicar la regla de inclusión de rentas respecto de las rentas obtenidas 

por aquellas entidades constitutivas de los grupos multinacionales y grupos 

nacionales de gran magnitud que radiquen en territorio español. En segundo 

lugar, el impuesto complementario primario es el resultado de aplicar la regla 

de inclusión de rentas respecto de las mismas obtenidas por aquellas 

entidades constitutivas de los grupos multinacionales que no radiquen en 

territorio español. Por último, el impuesto complementario secundario, 

consecuencia de aplicar la regla de beneficios insuficientemente gravados, 

permite garantizar la tributación mínima respecto de aquellas rentas 

obtenidas por el grupo multinacional que no hayan podido ser gravadas por 

aplicación de una regla de inclusión de rentas admisible. 

Como se viene insistiendo, la Directiva (UE) 2022/2523 permite a los 

Estados miembros optar por aplicar un impuesto complementario nacional 

admisible. En este sentido, España, haciendo uso de dicha facultad, ha 

establecido un impuesto complementario nacional cuya finalidad principal es 

garantizar, en todo caso, que el Impuesto Complementario que corresponda 

a las entidades constitutivas del grupo multinacional o nacional de gran 

magnitud, que radiquen en territorio español, y que no alcancen una 

tributación mínima del 15 por ciento, en territorio español, sea exigido por la 

Administración Tributaria española. La Ley 7/2024, de 20 de diciembre, ha 

sido el instrumento jurídico empleado para ello (BOE núm. 307, de 21 de 

diciembre de 2024). 

Por tanto, la ley foral en proyecto pretende incorporar, en la línea 

avanzada por España, un régimen fiscal complementario con el fin de 

garantizar que la imposición efectiva mínima de las ganancias admisibles 

netas de las entidades constitutivas, radicadas en territorio español, arroje, 

como mínimo, un resultado equivalente al resultante de calcular el impuesto 

complementario de conformidad con la Directiva (UE) 2022/2523. Así, el 

impuesto complementario nacional que se calcula y abona en territorio 

español tendrá la consideración de impuesto nacional admisible en la 

medida en que proporcione, al menos, un resultado coincidente con el 

resultante de aplicar la regla de inclusión de rentas respecto de las rentas 
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obtenidas en territorio español por las entidades constitutivas de un grupo 

multinacional o nacional de gran magnitud, siempre que dicho grupo esté 

sometido, en España, a un tipo de tributación efectivo inferior al tipo de 

tributación mínimo, el 15 por ciento. 

Además, es preciso señalar que el impuesto complementario nacional 

previsto también en el Anteproyecto se ha configurado de forma que arroje 

un resultado equivalente de conformidad con lo señalado anteriormente, sin 

perjuicio de sus particularidades. En este sentido, se recalca el hecho de 

que, al existir identidad entre el contribuyente y las rentas que son objeto de 

gravamen, no resulta necesario regular reglas de prioridad equivalentes a las 

previstas en la aplicación del Impuesto Complementario primario o las 

normas de compensación previstas en el artículo 27. Así, en la medida que, 

al contrario que en el impuesto complementario primario, por la propia 

configuración de esta modalidad, a efectos de calcular el importe del 

impuesto complementario nacional de estas entidades, resulta indiferente el 

porcentaje de participación que se posea sobre las mismas sin necesidad de 

atender a dicho porcentaje de participación para determinar su impuesto 

complementario nacional. Asimismo, a efectos del impuesto complementario 

nacional, el artículo 25.3 regula determinados supuestos en los que no 

resultarán de aplicación algunas de las reglas de atribución específica de los 

impuestos cubiertos soportados por determinadas entidades constitutivas 

previstas en el artículo 20. 

En virtud del impuesto complementario nacional, cada entidad 

constitutiva de un grupo nacional o multinacional, radicada en España, 

estará sujeta al impuesto complementario por las rentas obtenidas por dicha 

entidad, cuando hayan sido gravadas, a nivel jurisdiccional, a un tipo efectivo 

inferior al tipo impositivo mínimo. Por mor del impuesto complementario 

primario, la entidad matriz de un grupo multinacional, radicada en territorio 

español, calculará la parte que le sea atribuible del impuesto complementario 

que corresponda a las rentas de aquellas entidades constitutivas del grupo 

multinacional que no radiquen en territorio español, cuando dichas rentas 

hayan sido gravadas, a nivel jurisdiccional, a un tipo impositivo inferior al tipo 

impositivo mínimo (regla de inclusión de rentas). Y, también, en virtud del 
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impuesto complementario secundario, una entidad constitutiva de un grupo 

multinacional, radicada en territorio español, estará obligada a satisfacer el 

importe del impuesto complementario que corresponda respecto de las 

rentas obtenidas por las entidades constitutivas del grupo multinacional que 

no radiquen en territorio español y que no estén sujetas a una regla de 

inclusión de rentas admisible, cuando dichas rentas hubieran sido gravadas, 

a nivel jurisdiccional, a un tipo impositivo inferior al tipo impositivo mínimo 

(regla de inclusión de beneficios insuficientemente gravados). 

Así, la regla de beneficios insuficientemente gravados sirve de apoyo a 

la regla de inclusión de rentas mediante la reasignación de cualquier importe 

residual del impuesto complementario cuando la entidad matriz del grupo 

multinacional no pueda recaudar la totalidad del importe del impuesto 

complementario relativo a las entidades con un nivel impositivo bajo a través 

de la aplicación de la regla de inclusión de rentas. 

En definitiva, el Impuesto Complementario se aplica en todo el territorio 

español, debiendo atender a la regulación de la ley foral en proyecto cuando 

así proceda conforme a los criterios establecidos en el artículo 27 bis del 

Convenio Económico. 

La adecuación al ordenamiento jurídico del título preliminar no ofrece, 

en principio, dudas en tanto que se trata de la mera transposición de la 

Directiva (UE) 2022/2523, específicamente de sus artículos 1 y 2.  

Sin embargo, la configuración del nuevo tributo pudiera resultar 

contraria los principios de capacidad económica y no confiscatoriedad 

reconocidos explícitamente en el artículo 31.1 de la CE. En efecto, debe 

advertirse que el impuesto complementario secundario o regla de beneficios 

insuficientemente gravados determina que, si se producen determinadas 

circunstancias, una sociedad residente en territorio español quede gravada 

por el impuesto. Y ello sucederá también aun cuando la sociedad no tenga 

beneficio alguno e, incluso, si halla en situación de pérdidas. 

Este Consejo de Navarra no desconoce que la norma proyectada se 

limita a transponer la Directiva (UE) 2022/2523. Por ese motivo, nuestro 
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examen ha de extenderse también a la referida Directiva y su posible 

incompatibilidad con el propio Derecho de la Unión Europea. Y a este 

respecto debemos expresar que también existen serias dudas de legalidad, 

en tanto que la Directiva y en concreto los artículos 12 a 14, relativos a la 

regla sobre beneficios insuficientemente gravados, podrían estar vulnerando, 

al menos, el derecho a la propiedad reconocido en el artículo 17 de la Carta 

de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

No en vano, en los momentos actuales se encuentra pendiente de 

resolución la petición de decisión prejudicial planteada por el Grondwettelijk 

Hof (Tribunal Constitucional de Bélgica) el 31 de julio de 2025 (Asunto C-

519/25, American Free Enterprise Chambero of Commerce) en la que se 

plantea la siguiente cuestión: 

«¿Infringen los artículos 12 a 14 de la Directiva (UE) 2022/2523 del Consejo, 
de 14 de diciembre de 2022, ( 1 ) relativa a la garantía de un nivel mínimo 
global de imposición para los grupos de empresas multinacionales y los 
grupos nacionales de gran magnitud en la Unión, en la medida en que dichas 
disposiciones obligan a los Estados miembros a gravar a las entidades 
constitutivas de un grupo de empresas multinacionales ubicadas en la Unión 
con un impuesto complementario asociado a la regla de beneficios 
insuficientemente gravados, por el que dichas entidades tributarían por los 
beneficios insuficientemente gravados obtenidos por otras entidades 
constitutivas ubicadas en otra jurisdicción, sin que se establezca una 
distinción en función de la capacidad financiera de las entidades constitutivas 
sujetas al impuesto, los artículos 15, 16, 17, 20 y 21 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, los artículos 49 y 56 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el principio de seguridad 
jurídica y el principio de territorialidad fiscal?». 

En la exposición de la fundamentación de la petición de decisión 

prejudicial, el Tribunal Constitucional Belga advierte que «Dado que las 

disposiciones impugnadas transponen los artículos 12 a 14 de la Directiva, 

para resolver el recurso de anulación es necesario elucidar de antemano de 

forma concluyente la validez de dichas disposiciones de la Directiva a la luz 

de los artículos 15, 16, 17, 20 y 21 de la Carta, los artículos 49 TFUE y 56 

TFUE, el principio de seguridad jurídica y el principio de territorialidad fiscal». 

Las dudas sobre la validez de las disposiciones de la Unión Europea 

pertinentes para la resolución del litigio, son las que llevan al órgano 

jurisdiccional nacional a plantear la necesaria cuestión prejudicial en 
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cumplimiento de los establecido en el artículo 267 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea. 

Habida cuenta de lo anterior habremos de concluir que, el hecho de 

que la regulación proyectada en transposición de la Directiva (UE) 

2022/2523 no tenga en consideración la situación financiera de la entidad a 

la que se obliga a soportar el impuesto complementario secundario por 

beneficios insuficientemente gravados en otras jurisdicciones fiscales y en 

sede de otras sociedades, plantea dudas de constitucionalidad y de 

compatibilidad con la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea. 

c) Título I. Hecho imponible 

Con arreglo al título I (art. 4), el Impuesto Complementario grava la 

obtención de renta por las entidades constitutivas de un grupo multinacional 

o de un grupo nacional de gran magnitud siempre que dicha renta esté 

gravada, a nivel jurisdiccional, a un tipo impositivo efectivo inferior al tipo 

impositivo mínimo, así como grava también las rentas que les sean 

imputadas con arreglo a las disposiciones de la ley foral en proyecto. 

Como ha puesto de manifiesto el Consejo de Estado en su dictamen de 

fecha 23 de mayo de 2024, evacuando el expediente relativo al anteproyecto 

de la ley estatal, el nuevo tributo no es un impuesto complementario al 

impuesto sobre sociedades existente en nuestro derecho. A diferencia de 

este, el impuesto proyectado grava realidades económicas genéricas 

(ganancias admisibles o cualificadas, generadas incluso en otras 

jurisdicciones que dan al concepto renta o beneficio su propia significación) y 

-esto es lo decisivo- porque en virtud del mismo se tributa en virtud de la 

atribución de tales beneficios a un determinado grupo de sociedades, con 

matriz o entidades constitutivas ubicadas en la jurisdicción española, cuyo 

nivel de tributación se considera bajo desde el punto de vista de las políticas 

tributarias internacionalmente consensuadas y exigidas por la Unión. 

El Impuesto Complementario no es, pues, en rigor, un tributo, sino más 

propiamente una cantidad adicional de imposición que, con la finalidad de 
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gravar efectivamente ganancias imponibles de los grupos empresariales 

internacionales, encuentra diversas formulaciones en los derechos 

nacionales. En estos se abre una opción que -en este caso sí- ha seguido el 

legislador español al crear, como expresión propia, un impuesto 

complementario nacional admisible, y ahora también se incorpora por el 

legislador foral de Navarra. 

Se dota, así, de las reglas propias de un impuesto complementario 

primario y de un impuesto complementario secundario y, además, por otra 

parte, instrumenta un impuesto complementario nacional admisible. Esto es, 

en ejercicio de su soberanía fiscal, opta por gravar a todas las entidades 

constitutivas de los grupos multinacionales o nacionales de gran magnitud 

que radiquen en territorio de su competencia cuando la tributación efectiva 

de los referidos grupos, calculada para el territorio español y para el periodo 

impositivo, sea inferior al 15 por ciento. 

Si en Navarra no se llegase a implementar un impuesto 

complementario nacional admisible, el impuesto complementario 

correspondiente a dichas entidades constitutivas radicadas en su territorio 

sería atribuido y exigido por aquellas otras jurisdicciones en las que radiquen 

aquellas entidades matrices, ya sean matrices intermedias o la entidad 

matriz última del grupo multinacional, que ostenten la titularidad de las 

participaciones representativas del capital o de los fondos propios de las 

entidades constitutivas radicadas en España, mediante la aplicación de un 

impuesto complementario primario (regla de inclusión de rentas), siempre y 

cuando la jurisdicción en la que radiquen los socios (entidades constitutivas 

titulares de las participaciones en las entidades españolas) hubiera 

implementado en su ordenamiento interno una regla de inclusión de rentas 

admisible. 

d) Título II. Definiciones 

En el título II (art. 5) se exponen las definiciones de los diferentes 

términos y conceptos que, con carácter general, se utilizan a lo largo del 

texto normativo. Así, se delimita conceptualmente lo que a efectos de la ley 

foral proyectada se entiende por crédito fiscal reembolsable admisible, 
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crédito fiscal reembolsable no admisible, distorsión significativa de la 

competencia, entidad, entidad constitutiva, entidad constitutiva con un nivel 

impositivo bajo, entidad constitutiva declarante, entidad constitutiva titular, 

entidad de inversión, entidad de servicios de pensiones, entidad declarante 

designada, entidad matriz, entidad matriz intermedia, entidad matriz 

parcialmente participada, entidad matriz última, entidad principal, entidad 

pública, entidad transparente, establecimiento permanente, estados 

financieros consolidados, fondo de inversión, fondo de pensiones, ganancias 

o pérdidas admisibles, grupo, grupo multinacional, grupo nacional de gran 

magnitud, impuesto complementario, impuesto complementario nacional 

admisible, impuesto imputado reembolsable no admisible, instrumento de 

inversión inmobiliaria, jurisdicción con un nivel impositivo bajo, norma de 

contabilidad financiera aceptable, norma de contabilidad financiera 

autorizada, organización internacional, organización sin ánimo de lucro, 

participación de control, participación en una entidad, periodo impositivo, 

régimen fiscal de las sociedades extranjeras controladas, régimen tributario 

de distribución admisible, regla de beneficios insuficientemente gravados 

admisible, regla de inclusión de rentas admisible, tipo impositivo mínimo y, 

finalmente, valor neto contable de los activos materiales. 

No desconoce tampoco este Consejo de Navarra que, además de los 

cuarenta y cuatro términos anteriormente referidos, existen otros artículos en 

el Anteproyecto que, con ánimo de facilitar la comprensión de la regulación 

que contienen, definen igualmente concretos conceptos que responden a 

situaciones particulares o a supuestos más específicos. Así, por ejemplo, los 

conceptos de valor contable de los activos materiales admisibles (art. 14.5), 

trabajadores admisibles y costes salariales admisibles (art. 14.10), fusión y 

escisión (art. 35.1), reorganización y ganancia o pérdida no admisible (art. 

37.1), negocio conjunto, filial de un negocio conjunto y grupo del negocio 

conjunto (art. 38.1), entidad constitutiva de propiedad minoritaria, entidad 

matriz última de propiedad minoritaria, subgrupo de propiedad minoritaria o 

filial de propiedad minoritaria (art. 46.1). 

La novedad del impuesto y la necesaria armonización comunitaria 

hacen necesario un precepto de esta naturaleza, máxime cuando algunos de 
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esos términos y conceptos son poco frecuentes en el ordenamiento jurídico 

interno. Por otra parte, las definiciones recogidas en la norma foral 

proyectada guardan perfecta coherencia con las previstas en el artículo 3 de 

la Directiva (UE) 2022/2523. 

e) Título III. Ámbito subjetivo y reglas de sujeción

Los sujetos pasivos y las reglas de sujeción, las entidades excluidas, 

así como la localización de las entidades constitutivas son objeto de 

previsión dentro de este titulo III (arts. 6 a 8). 

En efecto, se trata de un impuesto que solo se aplica a las entidades 

radicadas en territorio español que sean miembros de grupos de empresas 

multinacionales o de grupos nacionales de gran magnitud cuyo importe neto 

de la cifra de negocios consolidado sea, al menos, de 750 millones de euros 

en, al menos, dos de los cuatro periodos impositivos inmediatamente 

anteriores al inicio del periodo impositivo. El citado umbral de 750 millones 

de euros es coherente con el umbral fijado en otros acuerdos fiscales 

internacionales vigentes. Así, la cifra es coincidente con la exigida a los 

grupos multinacionales para la presentación de la información país por país. 

En este marco se circunscriben los contribuyentes del nuevo tributo en 

sus tres modalidades de impuesto complementario nacional, impuesto 

complementario primario e impuesto complementario secundario. Con 

carácter general, tendrán la consideración de contribuyentes las entidades 

constitutivas del grupo multinacional o nacional radicadas en España. Si bien 

serán las entidades constitutivas identificadas por el legislador como 

sustitutas del contribuyente quienes, por imperativo legal y en lugar de los 

contribuyentes, deban cumplir con la obligación de presentar la declaración y 

de pagar el impuesto. Así, puede ocurrir que en el sujeto pasivo del 

Impuesto Complementario concurra la condición de contribuyente del 

Impuesto Complementario y de sustituto del resto de contribuyentes del 

grupo, multinacional o nacional, que radiquen en territorio español. 

Determinadas entidades quedan excluidas del ámbito de aplicación de 

la ley foral proyectada, atendiendo a la finalidad que persiguen o a su 
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especial naturaleza. Así, tienen la consideración de entidades excluidas 

quienes, con carácter general, no ejerzan una actividad comercial o 

empresarial o realicen actividades de interés general. En particular, el 

artículo 7 considera entidades excluidas a las entidades públicas, a las 

organizaciones internacionales, a los fondos de pensiones y a las 

organizaciones sin ánimo de lucro. Del mismo modo, excluye a los fondos de 

inversión y a los instrumentos de inversión inmobiliaria cuando tengan la 

consideración de entidad matriz última del grupo multinacional o nacional de 

gran magnitud. Esta última supone una exclusión técnica, en la medida en 

que las rentas obtenidas por dichas entidades se gravan en sede de sus 

titulares. 

En el ámbito que nos interpela, se denomina entidades constitutivas a 

todas las entidades miembros que forman parte de un grupo multinacional o 

nacional de gran magnitud. Y, dada la vasta casuística de entidades 

constitutivas que pueden formar parte de un grupo multinacional o de un 

grupo nacional de gran magnitud, atendiendo a su diferente régimen 

mercantil, fiscal o sustantivo, y dado que el grupo multinacional o nacional de 

gran magnitud puede estar presente en un gran número de jurisdicciones, se 

hace necesario establecer una regla de localización de dichas entidades, 

contenida en el artículo 8. 

En definitiva, el título III de la ley foral en proyecto discurre por los 

cauces formales trazados por la Directiva (UE) 2022/2523, singularmente en 

su artículo 2, del capítulo II, así como en su capítulo III (arts. 15 y sigs.). 

Ahora bien, la configuración del ámbito subjetivo pudiera plantear 

problemas de legalidad por lo que se refiere a algunas de las exclusiones 

previstas en el artículo 7. En efecto, el referido precepto prevé exenciones 

subjetivas que, en algunos casos, están plenamente justificadas. Así sucede, 

por ejemplo, respecto de las entidades públicas, las organizaciones 

internacionales o las organizaciones sin ánimo de lucro. Sin embargo, la 

singularidad en el ámbito de aplicación del impuesto de otros obligados 

tributarios, concretamente los fondos de inversión, no se encuentra 

justificada. Lo cual podría plantear dudas de compatibilidad el principio de 
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igualdad reconocido, con carácter general, en el artículo 14 de la 

Constitución Española, y, de manera específica en materia tributaria, en su 

artículo 31.  

Este Consejo de Navarra no desconoce tampoco que las referidas 

exclusiones son transposición de la Directiva (UE) 2022/2523 y que 

encuentran su fundamento en el artículo 2.3. Por ese motivo, debe advertirse 

sobre la posible incompatibilidad del referido artículo 2.3 de la Directiva con 

el principio de no discriminación amparado por el Tratado de Funcionamiento 

de la Unión Europea. 

f) Título IV. Base imponible 

La base imponible del Impuesto Complementario, regulada en el título 

IV (arts. 9 a 15), parte del resultado contable de la entidad constitutiva, el 

cual deberá ser ajustado con arreglo a lo previsto en ley foral proyectada, 

con el fin de determinar las denominadas ganancias o pérdidas admisibles. 

De conformidad con el artículo 9, el resultado contable de dicha 

entidad, en el periodo impositivo, será el que se determine de acuerdo con la 

norma de contabilidad financiera aceptable o autorizada utilizada en la 

elaboración de los estados financieros consolidados de la entidad matriz 

última, antes de realizar las eliminaciones de consolidación. En caso de que 

no fuera posible determinar el resultado contable de una entidad constitutiva, 

de acuerdo con lo señalado anteriormente, podrá determinarse utilizando 

otra norma de contabilidad financiera aceptable o una norma de contabilidad 

financiera autorizada, en los términos definidos en el artículo 5.32 y 5.33, 

respectivamente. 

Sin perjuicio de ello, tratándose del impuesto complementario nacional, 

la norma foral en proyecto señala que la determinación del resultado 

contable de la entidad constitutiva podrá realizarse, bien partiendo de la 

norma de contabilidad utilizada en la elaboración de los estados financieros 

consolidados de la matriz última, antes de realizar las eliminaciones de 

consolidación, bien partiendo de las normas contables generalmente 

aceptadas en territorio español utilizadas en la elaboración de las cuentas 
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financieras de la entidad constitutiva cuando no sea posible determinar, de 

manera razonable, el resultado contable de la entidad constitutiva de 

acuerdo con lo señalado anteriormente. 

En cuanto a los ajustes que deberán practicarse para determinar las 

ganancias o pérdidas admisibles se encuentran, entre otros, los siguientes: 

a) el gasto contable del impuesto que grave los beneficios empresariales; b) 

los dividendos excluidos, que son aquellos que proceden de una 

participación igual o superior al 10 por ciento o de una participación inferior a 

dicho porcentaje con un período de tenencia de al menos un año; c) las 

rentas negativas o positivas derivadas de la transmisión de una participación 

en la que se posea un porcentaje igual o superior al 10 por ciento; y d) los 

gastos por multas con un importe igual o superior a 50.000 euros. Estos 

ajustes, junto con el resto de los recogidos en el artículo 10, reflejan las 

diferencias significativas de carácter permanente que suelen existir en la 

mayor parte de los sistemas tributarios entre el beneficio contable y la base 

imponible de un impuesto que grave los beneficios empresariales. 

Asimismo, se establecen una serie de reglas específicas para ajustar el 

importe de determinadas transacciones, algunas de ellas de carácter 

obligatorio y otras opcionales, a elección de la entidad constitutiva o de la 

entidad matriz última, según los casos. Entre las primeras se encuentran los 

gastos derivados de determinados acuerdos de financiación intragrupo o de 

transacciones que deben valorarse a valor de mercado en cumplimiento del 

principio de libre competencia. Entre las segundas, se encuentran los gastos 

de personal que se correspondan con pagos basados en instrumentos de 

patrimonio o las eliminaciones efectuadas en los estados financieros 

consolidados derivadas de transacciones entre entidades constitutivas 

radicadas en la misma jurisdicción e incluidas en un grupo de consolidación 

fiscal. 

De la misma forma, bajo las circunstancias determinadas en el artículo 

11, las rentas derivadas del transporte marítimo internacional y las rentas 

accesorias de dicho transporte de una entidad constitutiva quedarán 

excluidas del cálculo de sus ganancias o pérdidas admisibles. El artículo 12 
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regula las especialidades para el reparto de las ganancias o pérdidas 

admisibles entre la entidad principal y un establecimiento permanente, 

siempre que dichas entidades tengan la consideración de entidades 

constitutivas con arreglo a la presente ley foral. Y, por su parte, el artículo 13 

contempla las reglas especiales para la imputación de las ganancias o 

pérdidas admisibles obtenidas por las entidades transparentes a sus socios. 

Obtenidas así las ganancias o pérdidas admisibles, se determinará la 

base imponible minorando las ganancias admisibles netas en la denominada 

exclusión de rentas vinculada a la sustancia económica (art. 14). Las 

ganancias admisibles netas resultarán de la diferencia entre las ganancias 

admisibles y las pérdidas admisibles de las entidades constitutivas de la 

jurisdicción. La denominada exclusión de rentas vinculada a la sustancia 

económica es una minoración de las ganancias admisibles netas en una 

cantidad determinada en función de los costes asociados a los trabajadores 

y del valor de los activos materiales de las entidades constitutivas radicadas 

en la jurisdicción. Esta exclusión persigue garantizar un resultado 

proporcionado en aquellas situaciones en las que los riesgos de erosión de 

las bases imponibles y traslado de beneficios son bajos. 

En virtud de todo lo anterior, como señala el artículo 15, la base 

imponible del impuesto complementario de una jurisdicción con un nivel 

impositivo bajo, ya sea en la modalidad del impuesto complementario 

nacional o en la del impuesto complementario primario, en el periodo 

impositivo, será el importe positivo resultante de minorar las ganancias 

admisibles netas de las entidades constitutivas de la jurisdicción en el 

importe de la exclusión de rentas vinculada a la sustancia económica. 

Asimismo, la base imponible del impuesto complementario de los 

contribuyentes previstos en el artículo 6, apartados 2 y 3, en una jurisdicción 

y en el periodo impositivo, será el importe resultante de multiplicar la base 

imponible del impuesto complementario de una jurisdicción con nivel 

impositivo bajo, por la proporción que represente la ganancia admisible del 

contribuyente o de cada entidad constitutiva participada, obtenida en el 

período impositivo, respecto de las ganancias admisibles agregadas de cada 

jurisdicción con nivel impositivo bajo. 
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De este modo, se evidencia que la norma foral en proyecto encuentra 

pleno acomodo en los correspondientes preceptos de la la Directiva (UE) 

2022/2523, principalmente en sus artículos 16 a 18. 

Ahora bien, el texto incorporado ahora a la norma foral pudiera 

igualmente plantear dudas de legalidad por cuanto se refiere a determinadas 

reglas de exclusión de rentas de la base imponible. Este Consejo de Navarra 

quiere llamar la atención singularmente sobre el artículo 11 y que, bajo 

determinadas circunstancias, excluye de la base imponible del impuesto a 

las rentas derivadas del transporte marítimo internacional y las rentas 

accesorias de dicho transporte. Porque, de nuevo, este distinto tratamiento 

fiscal no está justificado y podría resultar contrario al principio de igualdad 

constitucionalmente reconocido. Del mismo modo que la regla de exclusión 

de la renta del transporte marítimo internacional prevista en el artículo 17 de 

la Directiva (UE) 2022/2523, que transpone la norma proyectada, puede 

resultar incompatible con el principio de no discriminación amparado por el 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Además, teniendo en 

cuenta que este beneficio fiscal afecta de manera singular al sector del 

transporte marítimo, la norma prevista en la Directiva presenta igualmente 

dudas de compatibilidad con la prohibición de ayudas de Estado prevista en 

el artículo 107 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, a cuyo 

tenor «salvo que los Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles con 

el mercado interior, en la medida en que afecten a los intercambios 

comerciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados 

o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen 

falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o 

producciones». 

g) Título V. Determinación de los impuestos cubiertos ajustados 

Tras la determinación de las ganancias admisibles netas de la 

jurisdicción debe determinarse el tipo impositivo efectivo de la referida 

jurisdicción. Para ello, es preciso también delimitar, en primer lugar, los 

denominados impuestos cubiertos ajustados de la jurisdicción, aspecto que 

se regula en el título V (arts. 16 a 21). 
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Con carácter general, se parte del gasto por impuesto corriente que 

grava los beneficios de la entidad y se encuentra registrado en los estados 

financieros de cada una de las entidades constitutivas de la jurisdicción y, 

sobre éste, debe practicarse una serie de ajustes. Así, a título ilustrativo, los 

impuestos cubiertos deberán incrementarse en el importe de los impuestos 

que cumplan la definición de impuestos cubiertos y que hayan sido 

consignados como gasto al determinar el resultado antes de impuestos, esto 

es, que no estén registrados como gasto contable por impuesto corriente. Y, 

paralelamente, se practicarán minoraciones por los importes de gasto por 

impuesto corriente correspondiente a las ganancias excluidas del cálculo de 

ganancias o pérdidas admisibles o de gasto por impuesto corriente que no 

se espere que sea efectivamente satisfecho en los tres años siguientes al 

término del periodo impositivo, entre otras.  

Asimismo, deberá tenerse en cuenta el importe total del ajuste por 

impuesto diferido, regulado en el artículo 18 del texto proyectado, partiendo 

del gasto o ingreso por impuesto diferido registrado en los estados 

financieros de una entidad constitutiva y se practica una serie de ajustes 

sobre el mismo, como son, entre otros, los posteriores a la declaración (art. 

21). 

El capítulo IV (arts. 20 y sigs.) de la Directiva (UE) 2022/2523 prevé 

precisamente el cálculo de los impuestos cubiertos ajustados, resultando 

que la norma foral en proyecto se adecua al mismo. 

h) Título VI. Tipo impositivo efectivo 

El título VI (art. 22) está dedicado singularmente al tipo impositivo 

efectivo. Esto es, una vez determinadas las ganancias admisibles netas y los 

impuestos cubiertos ajustados, ambos calculados a nivel jurisdiccional, el 

tipo impositivo efectivo de la jurisdicción, en el periodo impositivo, será el 

resultado de dividir los impuestos cubiertos ajustados de las entidades 

constitutivas radicadas en la referida jurisdicción, determinados de acuerdo 

con las reglas señaladas anteriormente, entre las ganancias admisibles 

netas de las entidades constitutivas radicadas en dicha jurisdicción. 
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No obstante, en el cálculo del tipo impositivo efectivo deberán tomarse 

en consideración las especialidades previstas en ley foral proyectada, en 

relación con las entidades sin residencia, las entidades de inversión, los 

negocios conjuntos o las entidades constitutivas de propiedad minoritaria. 

Como ya puso de relieve el Consejo de Estado en su dictamen de 23 

de mayo de 2024, al pronunciarse sobre un precepto idéntico recogido en el 

expediente relativo al anteproyecto de la ley estatal, el artículo 22 sigue de 

forma aproximada las previsiones del artículo 26 de la Directiva. No 

obstante, a diferencia de este último, no incluye fórmulas. Esta opción es 

válida al estar claramente descrita en palabras la operación divisoria que 

procede realizar, así como especificados el numerador y el denominador. Se 

observa que el cociente se expresará en términos porcentuales y, más allá 

de lo que dice la Directiva, se establece que «será redondeado a cuatro 

decimales». No hay una justificación de dicha previsión, que no procede de 

la Directiva. En todo caso, aunque es posible redondear un porcentaje a 

cuatro decimales y será más ajustada la cantidad resultante de su 

aplicación, esta última -expresada en euros- seguirá las reglas habituales 

ante Hacienda de redondeo a dos decimales, entre otras razones porque la 

subdivisión del euro llega hasta el céntimo y no más. 

Por otra parte, desde un punto de vista sistemático, resulta extraño que 

la definición del numerador figure como último párrafo del apartado 1, en 

tanto que la definición del divisor constituya un apartado 2 independiente. 

Esta subdivisión es reflejo de la sistemática del artículo 26.1 de la Directiva 

que, sin embargo, como se ha dicho incluye una fórmula. No existiendo esta 

en el precepto del anteproyecto, parece más lógico asignar un apartado 

propio a la determinación de los impuestos cubiertos ajustados de las 

entidades constitutivas. 

i) Título VII. Deuda tributaria 

En el título VII (arts. 23 a 30), integrado por seis capítulos, se regula la 

deuda tributaria. Así, en el capítulo I (art. 23) se determina el tipo de 

gravamen del impuesto complementario para una jurisdicción, 

correspondiente a un periodo impositivo, como la diferencia positiva entre el 
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tipo impositivo mínimo del 15 por ciento y el tipo impositivo efectivo calculado 

a nivel jurisdiccional. Por tanto, cuando el tipo impositivo efectivo de una 

jurisdicción en un periodo impositivo sea inferior al tipo impositivo mínimo, 

las entidades constitutivas del grupo estarán obligadas a soportar el 

impuesto complementario correspondiente a dicha jurisdicción en cualquiera 

de sus modalidades (impuesto complementario nacional, impuesto 

complementario primario o impuesto complementario secundario). El tipo de 

gravamen del impuesto complementario de cada entidad constitutiva, 

radicada en la jurisdicción, ha de coincidir con el tipo de gravamen obtenido 

para dicha jurisdicción. Este tipo de gravamen debe aplicarse sobre la base 

imponible del período impositivo de cada entidad constitutiva del grupo 

multinacional o nacional de gran magnitud en la jurisdicción, calculada en los 

términos anteriormente expuestos, a efectos de determinar la cuota del 

Impuesto Complementario de la entidad. 

Con arreglo a lo dispuesto en el capítulo II (art. 24), la cuota del 

Impuesto Complementario de una entidad constitutiva radicada en territorio 

español, en el periodo impositivo, será el resultado de adicionar a la cuota 

del impuesto complementario nacional, la cuota del impuesto 

complementario primario y la cuota del impuesto complementario 

secundario. La cuota del impuesto complementario nacional, contemplada 

en el capítulo III (art. 25), será el impuesto complementario que corresponda 

a los contribuyentes previstos en el artículo 6.2., y su cálculo será el 

resultado de aplicar el impuesto complementario nacional, conforme al 

artículo 24, sin perjuicio de las especialidades previstas para determinadas 

entidades en el título X de la propia ley foral en proyecto. 

Por su parte, la cuota del impuesto complementario primario, fijada en 

el capítulo IV (arts. 26 y 27), será el impuesto complementario que 

corresponda a los contribuyentes determinados en el artículo 6.3, siendo su 

cálculo el resultado de aplicar la regla de inclusión de rentas regulada en el 

capítulo IV, conforme igualmente al artículo 24. La cuota del impuesto 

complementario secundario, plasmada en el capítulo V (arts. 28 y 29) será 

aquella que se haya atribuido a los contribuyentes previstos en el artículo 

6.4, de conformidad con lo dispuesto en el último precepto de este capítulo 
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V. Por último, en los términos señalados en el capítulo VI (art. 30), el

impuesto complementario se incrementará en el impuesto complementario 

adicional. 

De este modo, se evidencia también ahora que la norma foral en 

proyecto encuentra pleno acomodo en los correspondientes preceptos de la 

la Directiva (UE) 2022/2523, principalmente en sus artículos 9, 10, 11.1, 27 y 

29. 

j) Título VIII. Periodo impositivo y devengo

En el título VIII (arts. 31 y 32) se determina, de un lado, el periodo 

impositivo del nuevo tributo, que coincidirá con el ejercicio económico de la 

entidad matriz última del grupo multinacional o del grupo nacional de gran 

magnitud si elabora estados financieros consolidados o, en su defecto, 

coincidirá con el año natural; y, de otro, el devengo del impuesto que se fija 

el último día del periodo impositivo. 

k) Título IX. No exigibilidad de Impuesto Complementario

En su título IX (arts. 33 y 34), la ley foral en proyecto contiene una 

exclusión de minimis, con el fin de lograr un equilibrio entre los objetivos de 

la reforma del nivel mínimo global de imposición y la carga administrativa 

para las administraciones tributarias y los contribuyentes. 

Así, cuando la media de los ingresos admisibles de las entidades 

constitutivas radicadas en una jurisdicción sea inferior a 10 millones de euros 

y la media de las ganancias o pérdidas admisibles de todas las entidades 

constitutivas en dicha jurisdicción, sean inferiores a un millón de euros, la 

entidad constitutiva declarante podrá optar por que el impuesto 

complementario adeudado por las entidades constitutivas que radiquen en 

dicha jurisdicción sea igual a cero. 

En la misma línea, y con el fin de reducir los costes de cumplimiento y 

los costes administrativos, se prevé la aplicación de puertos seguros. Así, no 

se exigirá, en el período impositivo, el impuesto complementario primario 

respecto de los contribuyentes señalados en el artículo 6.3, en relación con 
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sus entidades constitutivas radicadas en otra jurisdicción, cuando dicha 

jurisdicción exija un impuesto complementario nacional admisible que se 

haya determinado, en el período impositivo correspondiente, de conformidad 

con la norma de contabilidad financiera aceptable de la entidad matriz última 

o con las normas internacionales de información financiera, o cuando dicha 

jurisdicción exija un impuesto complementario nacional admisible que 

garantice que el nivel impositivo efectivo de las entidades constitutivas 

sujetas a dicho impuesto cumpla las condiciones de un acuerdo internacional 

admisible sobre puertos seguros. 

Además, para garantizar la aplicabilidad de los futuros puertos seguros 

que puedan aprobarse en el ámbito internacional, tampoco se exigirá, en el 

periodo impositivo, el impuesto complementario respecto de los 

contribuyentes señalados en el artículo 6, en relación con aquellas entidades 

constitutivas radicadas en una jurisdicción que cumpla las condiciones de un 

acuerdo internacional admisible sobre puertos seguros, en los términos 

establecidos en dicho acuerdo internacional. 

Se evidencia que, en la rúbrica del artículo 33 de la norma proyectada, 

debe constar en cursiva la expresión «de minimis», al encontrarse ahora en 

letra redonda, lo mismo que sucede, como ya se puesto de manifiesto ut 

supra, en el apartado II de la exposición de motivos. 

Y, en el párrafo primero del artículo 34, la referencia a las normas 

internacionales de información financiera debe ir entre corchetes y no entre 

paréntesis, toda vez que dentro de la misma ya existe una abreviatura que 

aparece entre paréntesis. La referencia, por consiguiente, sería: «[NIIF o 

NIIF adoptadas por la Unión de conformidad con el Reglamento (CE) n.º 

1606/2002 del Parlamento Europeo y de Consejo, de 19 de julio de 2002, 

relativo a la aplicación de normas internacionales de contabilidad]». 

l) Título X. Regímenes especiales 

El título X (arts. 35 a 46), formado, a su vez, por cuatro capítulos, 

regula unos regímenes especiales aplicables a diferentes situaciones en las 

que se hacen necesarias normas específicas. 
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En particular, el capítulo I (arts. 35 a 39) se centra en las 

reestructuraciones empresariales y en los negocios conjuntos. En él se 

establecen criterios cuantitativos y temporales especiales para determinar 

cuándo se alcanza el umbral de aplicación de la presente ley foral tras la 

realización de determinadas operaciones de reestructuración empresarial o 

cuál es el impacto sobre la configuración del grupo multinacional o nacional 

de gran magnitud en supuestos de fusión, escisión, de entrada o salida de 

una entidad del grupo como consecuencia de la adquisición o transmisión de 

una participación directa o indirecta en dicha entidad, o en supuestos en los 

que una entidad se convierte en la entidad matriz de un nuevo grupo en el 

período impositivo en que se lleva a cabo la adquisición. Asimismo, se 

prevén normas especiales para la identificación de la entidad matriz última 

en supuestos de negocios conjuntos o de grupos multinacionales con 

múltiples entidades matrices. 

Por su parte, el capítulo II (arts. 40 a 42) prevé los regímenes de 

neutralidad y de distribución de dividendos. Cuando la entidad matriz última 

de un grupo multinacional o de un grupo nacional de gran magnitud es 

fiscalmente transparente, se requieren normas que modulen las ganancias y 

pérdidas admisibles en sede de las mismas, en la medida en que se 

garantice la tributación de sus ganancias en sede de sus socios, habiéndose 

imputado a estos tales ganancias o pérdidas admisibles. En tales supuestos, 

los impuestos cubiertos de dichas entidades se reducirán proporcionalmente 

en el importe de las ganancias admisibles que hayan sido imputadas a sus 

socios. En el caso de regímenes fiscales que apliquen un único nivel 

impositivo a las rentas de los titulares de las participaciones de una entidad, 

deduciendo o excluyendo de las rentas de la entidad los beneficios 

distribuidos a los titulares, la norma prevé igualmente para las entidades 

matrices últimas sometidas a estos regímenes la reducción de sus 

ganancias admisibles cuando las mismas tributen en sede de sus titulares, 

en busca del principio de neutralidad. Igualmente, si la tributación no se 

produce en el momento de obtener los beneficios, sino en el momento de su 

distribución, como ocurre en algunos regímenes tributarios de distribución, 

se prevé la opción de computar el impuesto que debería haber gravado los 
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beneficios en el período impositivo en que se obtuvieron, siempre que los 

mismos se repartan en los cuatro años siguientes. 

El capítulo III (arts. 43 a 45) determina las particularidades que resultan 

de aplicación respecto de las entidades de inversión. Para las entidades de 

inversión que no sean entidades matrices últimas, se prevé un mecanismo 

de cálculo del tipo impositivo efectivo entidad por entidad, dada la baja 

tributación a la que se ven sometidas estas entidades en su jurisdicción, 

para evitar perjudicar el cómputo del tipo efectivo del resto del grupo en la 

jurisdicción en la que estén radicadas. Asimismo, y como alternativa, se 

permite que pueda optarse por considerar fiscalmente transparentes a estas 

entidades o por aplicar un régimen de distribución imponible. Y, finalmente, 

el capítulo IV (art. 46) regula las especificidades de las entidades 

constitutivas de propiedad minoritaria. 

Las disposiciones recogidas en los distintos preceptos de este capítulo 

X del texto legal proyectado, transponen los artículos 33 a 43 de la Directiva, 

con respeto a lo previsto en la misma. 

m) Título XI. Obligaciones formales 

La gestión del nuevo tributo descansa sobre dos grandes pilares. Por 

un lado, el título XI (arts. 47 a 49) e integrado por dos capítulos, delimita las 

obligaciones formales. En su capítulo I (arts. 47 y 48) se establece una 

obligación de información configurada para todas las entidades que formen 

parte de un grupo multinacional o nacional de gran magnitud, en forma de 

declaración informativa. Si bien, dichas entidades podrán identificar a una 

única entidad constitutiva como entidad designada para presentar, en su 

nombre y por su cuenta, la declaración informativa del grupo multinacional o 

nacional de gran magnitud. Se exige una detallada información, incluyendo 

los datos identificativos de las entidades constitutivas, la estructura del grupo 

y todos los datos necesarios para el cálculo del tipo impositivo efectivo, del 

impuesto complementario y la atribución de este último a cada jurisdicción y 

a cada entidad, así como el detalle de las opciones ejercitadas por las 

entidades del grupo. A su vez, se ha introducido un régimen sancionador 

específico en relación con las obligaciones de información del Impuesto 
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Complementario, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 de la Directiva 

(UE) 2022/2523. 

Por su parte, el capítulo II (art. 49) regula el ejercicio de las opciones 

previstas en ley foral proyectada, siendo que algunas de ellas -

concretamente las opciones señaladas en los apartados 1 y 2- podrán ser 

objeto de renuncia por la entidad constitutiva declarante o por la entidad 

declarante designada en la declaración informativa del Impuesto 

Complementario prevista en el artículo 47 y les resultará de aplicación lo 

dispuesto en el artículo 96.4 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, 

General Tributaria. 

n) Título XII. Gestión del impuesto 

El segundo pilar sobre el que descansa la gestión del Impuesto 

Complementario se halla en la regulación prevista en el título XII (arts. 50 a 

52). Así, la autoliquidación e ingreso del impuesto recaerán, con carácter 

general, sobre las entidades constitutivas del grupo multinacional o nacional 

radicadas en España. No obstante, en determinados supuestos, quienes 

deben asumir por ley las obligaciones formales y materiales de algunos 

contribuyentes serán aquellas entidades constitutivas identificadas por el 

legislador como sustitutos del contribuyente. Además, la autoliquidación del 

Impuesto Complementario y el ingreso de la deuda tributaria autoliquidada 

deberá realizarse por el contribuyente o, en su caso, por la entidad 

designada por el legislador en calidad de sustituto del contribuyente, en 

Hacienda Foral de Navarra cuando así proceda conforme al artículo 27 bis.2 

del Convenio Económico y atendiendo a los términos que se establezcan 

reglamentariamente. 

ñ) Título XIII. Facultades de la Administración para determinar la 

base imponible 

El título XIII (art. 53) establece las facultades de la Administración 

tributaria para determinar la base imponible y demás elementos del Impuesto 

Complementario, para lo cual aplicará las normas contables previstas en el 
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artículo 9 y demás normativa prevista en la propia ley foral ahora en 

proyecto. 

Este artículo puede parecer redundante. Como es obvio, la 

Administración, incluida la tributaria, en todo caso está obligada a aplicar la 

ley pertinente, en el caso del impuesto complementario para garantizar un 

nivel mínimo global de imposición para los grupos multinacionales y los 

grupos nacionales de gran magnitud, su ley específica. Y no solo se aplicará 

esta ley a la determinación de la base imponible, sino en todos aquellos 

aspectos del tributo en que la Administración tributaria tenga competencias. 

Parece también que la previsión del artículo 53 de la ley foral en proyecto no 

tiene entidad propia suficiente como para constituir un título propio. Si 

existiera algún motivo específico para incluir una referencia como la que se 

pretende en relación con la base imponible, lo lógico sería hacerlo dentro del 

título dedicado a su determinación, el IV, o bien dentro del título anterior, el 

XII, sobre la gestión del impuesto. 

o) Título XIV. Evaluación de la equivalencia 

El título XIV (art. 54) prevé una posible evaluación de equivalencia del 

Derecho nacional aplicable en otras jurisdicciones, resultando ser de 

aplicación los procedimientos de notificación simplificada a que se refiere el 

artículo 55 de la Directiva (UE) 2022/2523 cuando hayan sido acordados de 

conformidad con lo dispuesto en dicho artículo. 

p) Título XV. Orden jurisdiccional 

Por último, el título XV (art. 55) atribuye a la jurisdicción contencioso-

administrativa, previo agotamiento de la vía económico-administrativa, la 

exclusiva competencia para dirimir las controversias que se susciten 

derivadas del texto legal proyectado. 

q) Disposiciones transitorias 

Adicionalmente, el Anteproyecto se completa con seis disposiciones 

transitorias. La disposición transitoria primera regula el tratamiento fiscal de 

los activos y pasivos por impuesto diferido y de los activos transmitidos 
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durante el período impositivo de transición; y la segunda recoge unos 

porcentajes de exclusión de rentas vinculadas a la sustancia económica, 

aplicables con carácter transitorio con el fin de lograr una aplicación 

atemperada del nuevo impuesto hasta 2032. 

Por su parte, la disposición transitoria tercera determina que no se 

exigirá el impuesto complementario nacional a la entidad matriz última y sus 

entidades constitutivas que radiquen en territorio español, ni a la entidad 

matriz intermedia y sus entidades constitutivas radicadas en territorio 

español, cuando la matriz última sea una entidad excluida, dentro de los 

cinco primeros años de la fase inicial de la actividad internacional del grupo 

multinacional o en los periodos impositivos que se inicien dentro de los cinco 

primeros años a partir del primer día del periodo impositivo en el que el 

grupo nacional de gran magnitud esté sujeto a la aplicación de la presente 

ley foral por primera vez. En particular, debe mencionarse la introducción de 

un régimen sancionador específico respecto de la falta de presentación en 

plazo de las comunicaciones previstas en la disposición transitoria tercera. 

Asimismo, la disposición transitoria cuarta regula la no exigibilidad del 

impuesto complementario en los periodos impositivos iniciados entre el 1 de 

enero de 2025 y el 31 de diciembre de 2026, en los que se presente una 

información país por país admisible, por jurisdicción y periodo. Y, en cuanto 

a la disposición transitoria quinta, esta prevé un plazo específico para la 

presentación de la declaración informativa y de la autoliquidación durante el 

periodo impositivo de transición. 

Finalmente, la disposición transitoria sexta establece que la regla de 

beneficios insuficientemente gravados arrojará un resultado nulo respecto de 

la jurisdicción en la que radique la entidad matriz última para aquellos grupos 

multinacionales cuyo periodo impositivo se inicie antes del 31 de diciembre 

de 2025 y finalice antes del 31 de diciembre de 2026, cuya entidad matriz 

última hubiese estado gravada por un impuesto sobre beneficios 

empresariales a un tipo impositivo nominal de, al menos, el 20 por ciento. 

Por ende, las disposiciones transitorias de la ley foral en proyecto 

delimitan de forma suficiente tanto la aplicación temporal como material del 
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texto normativo y, además, transponen el capítulo IX de la Directiva, que 

está integrado por los artículos 47 a 51. 

r) Disposiciones finales 

El Anteproyecto se cierra a través de sus cinco disposiciones finales, 

de las cuales las dos primeras establecen modificaciones normativas. Así, 

mediante la disposición adicional primera se modifica la Ley Foral 13/2000, 

de 14 de diciembre, General Tributaria, añadiendo un ordinal 3.º al artículo 

139.1.b) con el fin de integrar precisamente el nuevo tributo. Y, mediante la 

disposición final segunda, se lleva a cabo la correspondiente modificación de 

la Ley Foral 26/2016, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 

en concreto, de su artículo 23.1.b), para recoger en la previsión de los 

derivados de la contabilización del Impuesto de Sociedades también 

aquellos del Impuesto Complementario. Ambas modificaciones hallan plena 

coherencia con el contenido del texto legal proyectado. 

Las tres últimas disposiciones finales hacen referencia, 

respectivamente, a la incorporación al ordenamiento jurídico interno de la 

Directiva ya en tantas ocasiones aludida (tercera), a la habilitación para el 

desarrollo reglamentario de la ley foral (cuarta), así como a la entrada en 

vigor (quinta), prevista para el día siguiente al de su publicación en el Boletín 

Oficial de Navarra, y la aplicabilidad de la misma, toda vez que tendrá 

efectos para los periodos impositivos que se inicien desde el 1 de enero de 

2025. Habida cuenta de que el plazo de transposición de la Directiva (UE) 

2022/2523 venció ya el 31 de diciembre de 2023, la disposición final quinta 

parece revelarse natural. 

Ahora bien, en relación con la fijación de los efectos a los periodos 

impositivos que se inicien desde el 1 de enero de 2025, es necesario 

recordar que el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronunciarse 

sobre la retroactividad de las disposiciones tributarias. Así, la STC 121/2016, 

de 23 de junio de 2016, declaró en su fundamento jurídico cuarto que: 

«Para examinar la compatibilidad de tal retroactividad con el art. 9.3 CE 
debemos antes de nada recordar que no existe una prohibición constitucional 
de la legislación tributaria retroactiva, pues las normas tributarias no tienen 
carácter sancionador, sino que imponen a los ciudadanos la obligación de 
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contribuir al sostenimiento de gastos públicos o de efectuar prestaciones 
patrimoniales de carácter público (art. 31.3 CE). Tampoco, como hemos 
reiterado, existe en nuestro ordenamiento constitucional un derecho de los 
ciudadanos al mantenimiento de un determinado régimen fiscal (SSTC 
126/1987, de 16 de julio, FJ 11 y116/2009, de 18 de mayo, FJ 3), aun cuando 
sí se exija la protección de la confianza de los ciudadanos que ajustan su 
conducta económica a la legislación vigente frente a cambios normativos que 
no sean razonablemente previsibles, ya que la retroactividad posible de las 
normas no puede trascender la interdicción de la arbitrariedad (SSTC 
150/1990, de 4 de octubre, FJ 8; 182/1997, de 28 de octubre, FJ 11; 89/2009, 
de 20 de abril, FJ 3; 90/2009,de 20 de abril, FJ 4, y 100/2012, de 8 de mayo, 
FJ 10). 

Por tanto, la retroactividad podrá ser contraria al principio de seguridad 
jurídica e interdicción de la arbitrariedad (art. 9.3 CE), dependiendo de su 
grado, así como las circunstancias específicas que concurran en cada caso, 
lo que resultará clave en el enjuiciamiento a la luz de la Constitución [SSTC 
126/1987, de 16 de julio, FJ 11;150/1990, de 4 de octubre, FJ 8; 173/1996, de 
31 de octubre, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 11 c), y 176/2011, de 8 
de noviembre, FJ 5, entre muchas otras]. 

Asimismo, es preciso tener en cuenta de manera especial tanto el tipo de 
impuesto en que se produce, su naturaleza y la estructura del hecho 
imponible, como las circunstancias concretas concurrentes en el caso. 
Conviene recordar que, a efectos de la determinación de la norma aplicable, 
en la dogmática tributaria el devengo es el momento en que, por establecerlo 
así la Ley, se entiende realizado el hecho imponible y nacida la obligación 
tributaria. En los tributos instantáneos el aspecto temporal del hecho 
imponible no adquiere relevancia jurídica y la realización del elemento 
material del hecho imponible determina el nacimiento de la obligación 
tributaria. Ahora bien, en los tributos periódicos, cuyo hecho imponible 
consiste en un estado de cosas o situación (elemento material) que no se 
agota en sí mismo, sino que se prolonga de manera continuada en el tiempo, 
no basta, a fin de ponderar el alcance de la retroactividad de la norma, con 
atender sólo al momento del devengo; ha de tenerse en cuenta también el 
período impositivo o dimensión temporal del elemento objetivo del hecho 
imponible». 

Teniendo en cuenta la regulación del Anteproyecto, se observa que las 

previsiones retroactivas de la ley foral son de alcance limitado y no implican 

una retroactividad de grado máximo que afecte a situaciones consolidadas. 

La mencionada disposición final quinta supone una retroactividad de grado 

mínimo ya que su eficacia se prevé respecto del propio año fiscal en el que 

se pretende aprobar la ley reguladora del nuevo tributo, que sería el primer 

período impositivo al que se aplica. 
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Además del cumplimiento de las obligaciones que incumben al Reino 

de España en aplicación del derecho de la Unión, están claras asimismo las 

razones y exigencias de interés general que subyacen en el establecimiento 

y aplicación del impuesto complementario para garantizar un nivel mínimo 

global de imposición para los grupos multinacionales y los grupos nacionales 

de gran magnitud. 

Lo anterior, unido a que la Directiva (UE) 2022/2523 fue aprobada el 15 

de diciembre de 2022 y publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea el 

día 22 siguiente, por tanto con pleno conocimiento de los elementos y plazos 

del nuevo impuesto complementario por parte de los grupos multinacionales 

y grupos nacionales de gran magnitud concernidos, permite afirmar que la 

aprobación de la ley foral no constituye una norma inesperada que afecte al 

principio de seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad. 

Debe subrayarse, por todo lo hasta ahora expuesto, que el presente 

texto normativo objeto de este dictamen se adecua a los principios de 

necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y 

eficiencia previstos en el artículo 129 de la LFACFNSPIF. La norma regula la 

creación de un tributo, por lo que se hace necesaria su adopción mediante 

una norma con rango de ley foral. 

Se cumple también el principio de proporcionalidad, por cuanto se ha 

procurado alcanzar estrictamente los objetivos perseguidos por la Directiva 

(UE) 2022/2523 en cuanto objeto de transposición. Respecto del principio de 

seguridad jurídica, se ha garantizado la coherencia del proyecto normativo 

con el resto del ordenamiento jurídico foral, así como con el de la Unión 

Europea. Y, por cuanto al principio de transparencia se refiere, se ha 

implementado mediante la publicación del Anteproyecto y de la memoria en 

el Portal de Gobierno Abierto de Navarra, a los correspondientes efectos. 

Finalmente, en relación con el principio de eficiencia, a pesar de que el 

nuevo tributo exigirá la modificación de sistemas de gestión interna para la 

adaptación de los grandes grupos nacionales y multinacionales a los nuevos 

paradigmas de la tributación internacional, se aprecia que se ha intentado 

que la norma genere las menores cargas administrativas y costes indirectos 
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posibles, fomentando el uso racional de los recursos públicos. En este 

sentido, las exigencias de información y documentación que se requieren de 

los contribuyentes son las estrictamente imprescindibles para garantizar el 

control de su actividad por parte de la Administración tributaria. 

s) Recapitulación

La transposición de la Directiva (UE) 2022/2523 se considera completa, 

sin perjuicio del desarrollo reglamentario que se habilita en aspectos 

específicos. Se discurre paralelamente por el texto de la Directiva y se 

emplea la técnica casi mimética en la reproducción de muchos artículos de 

la norma de la Unión Europea, de igual manera que lo ha hecho el legislador 

español a través de la Ley 7/2024. 

Sin embargo, por los motivos expuestos en los apartados 

correspondientes del dictamen, este Consejo de Navarra entiende oportuno 

expresar las dudas de compatibilidad con el ordenamiento jurídico que 

presentan los siguientes aspectos de la norma objeto del presente dictamen: 

i) La necesidad de tener en consideración, como criterios

interpretativos, las Normas modelo de la OCDE y los criterios

derivados de los Cometarios, Guías Administrativas y demás

principios o criterios elaborados y públicamente divulgados por

la referida institución, presenta dudas de compatibilidad con las

exigencias derivadas de los principios de legalidad y seguridad

jurídica, además de resultar contrarias a la regulación foral

general relativa a la interpretación de las normas tributarias. Por

lo que se recomienda su supresión.

ii) El impuesto complementario secundario o regla de beneficios

insuficientemente gravados plantea dudas de compatibilidad con

las exigencias derivadas de los principios de capacidad

económica y no confiscatoriedad, reconocidos en el artículo 31.1

de la Constitución Española. Asimismo, la Directiva (UE)

2022/2523 objeto de transposición, en concreto los artículos 12

a 14, referidos al impuesto complementario secundario, también
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presentan serias dudas de adecuación a la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea, singularmente al 

derecho a la propiedad reconocido en su artículo 17, así como a 

los artículos 49 y 56 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea, al principio de seguridad jurídica y al principio de 

territorialidad fiscal. 

iii) Las exclusiones del ámbito de aplicación del impuesto

complementario relativas a los fondos de inversión podrían

resultar contrarias al principio de igualdad reconocido por la

Constitución Española. Por su parte, el artículo 2.3 de la

Directiva (UE) 2022/2523 objeto de transposición, podría resultar

incompatible con el principio de no discriminación amparado por

el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

iv) Las reglas de exclusión de rentas de la base imponible,

singularmente el artículo 11 que, bajo determinadas

circunstancias, excluye de la base imponible del impuesto a las

rentas derivadas del transporte marítimo internacional y las

rentas accesorias de dicho transporte y podría resultar contrario

al principio de igualdad constitucionalmente reconocido. Del

mismo modo que la regla de exclusión de la renta del transporte

marítimo internacional prevista en el artículo 17 de la Directiva

(UE) 2022/2523, que transpone la norma proyectada, puede

resultar incompatible con el principio de no discriminación

amparado por el Tratado de Funcionamiento de la Unión

Europea, así como con la prohibición de ayudas de Estado

prevista en su artículo 107.

III. CONCLUSIÓN

El Consejo de Navarra considera que, sin perjuicio de las dudas de

legalidad expuestas en el cuerpo del dictamen, el anteproyecto de Ley Foral 

del Impuesto Complementario para garantizar un nivel mínimo global de 

imposición para los grupos multinacionales y los grupos nacionales de gran 

magnitud se ajusta al ordenamiento jurídico. 
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En el lugar y fecha señalados en el encabezamiento. 

LA PRESIDENTA EL CONSEJERO-SECRETARIO 
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